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    SINOPSIS


    ¿En qué consiste, por ejemplo, el concepto de Decreto-Ley? No es un decreto ni una ley, es una combinación de ambas cosas para actuar a tus anchas cuando en realidad necesitarías la aprobación del Congreso. ¿Y qué son los decretos-ley potaje? Aquellos que contienen muchas normas en una sola y que el Constitucional siempre rechaza tarde.


    


    He aquí una forma distinta y divertida de comprender qué pasa en las administraciones públicas y qué esconde esa atalaya de la burocracia que es el Boletín Oficial del Estado. Una obra que se plantea como un diccionario de términos o expresiones que incluye no solo el significado efectivo de forma directa y clara, sino una explicación y material gráfico con crítica y humor de cómo se hace uso de esas palabras. ¿El objetivo? Trasladar esos conceptos a la vida cotidiana hasta llevarlos al absurdo o mostrar cómo se abusa de ellos.
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      Abandono


      


      Las palabras se transforman en cuanto cruzan las puertas del edificio gigante y azul BOE que ocupa el Boletín Oficial del Estado. Dejan atrás su significado terrenal, o casi sentimental, como en este caso, para embutirse en el corsé del lenguaje administrativo. Y el abandono de repente es un estado, pero en este caso legal, el de un bien que, si nadie lo reclama, acaba yendo a parar a las arcas públicas. Para poder hacerlo, antes, es necesario avisar vía BOE, no sea que el dueño se haya despistado y quiera recuperarlo.


      El Boletín Oficial del Estado pregona el abandono de depósitos judiciales o ante la Agencia Tributaria en efectivo —esas cantidades que se dejan de forma preventiva como garantía para el pago de una posible multa o gasto, o como embargo provisional—. Pero también anuncia el abandono de barcos y aviones o avionetas que, después de años entre la maleza de un aeropuerto o amarrados en un puerto acaparando algas, molestan. Si el propietario no responde en el plazo fijado, se lo queda el Estado.


      Uso y abuso


      En el caso de los depósitos, tanto los judiciales como los de Hacienda, se anuncia su abandono a los 20 años, siempre que no se haya podido localizar al beneficiario (aunque vete a saber cómo de fuerte lo intentan). Suelen ser pequeñas cantidades de dinero. A partir del anuncio en el gran edicto que es el BOE, los dueños legítimos tienen un mes para reclamarlo. Si no, a la saca.


      En el caso de los aviones o avionetas abandonados en aeropuertos públicos, se da un año desde el anuncio. Si el interesado no se da por aludido vía boletín oficial, se subasta. También pasa con las embarcaciones. Porque a ver qué utilidad le damos a ese amasijo de hierros oxidado. En muchos casos, tras varias rondas sin postor, acaban bajando el precio y vendiéndolos por cuatro duros para convertirlos en chatarra. •


      Aparece 8.406 veces en los últimos diez años.
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      Agradeciéndole los servicios prestados


      


      Coletilla que se suele usar cuando se cesa a un alto cargo, en el decreto que lo hace oficial. Es la guinda a una frase rococó que va tal que así: «Vengo en disponer el cese de don Señor o señora que se larga, por lo que sea como presidenta/directora/secretario de Estado de lo que toque, agradeciéndole los servicios prestados». No aclara si los servicios prestados lo han sido al que lo firma, que suena muy feo; o al país, así en general.


      Uso y abuso


      Se usa en la mayoría de los casos. Da igual si el o la cesada lo es «por petición propia», o sea, que se larga; si se le cesa porque se va a un lugar mejor; o si le quitan los galones porque, mira, le han pillado un pufo del tamaño de un Boeing 747. Si no aparece esa coletilla suele ser o por despiste o, lo más habitual, porque en realidad no es un cese cese, no mandan a nadie a casa, sino que en realidad es más un cambio de sillón. Así, por ejemplo, cuando a Irene Lozano —que llegó de la extinta UPyD justo cuando se desmoronaba el edificio para saltar a las listas del PSOE como independiente y acabó siendo nombrada secretaria de Estado de la España Global— la cesaron a principios de 2020, no le agradecieron los servicios prestados. Porque siguió prestándolos, a partir de entonces como presidenta del Consejo Superior de Deportes.


      Pero toda regla general tiene excepciones: cuando Mariano Rajoy firmó el decreto de cese de Artur Mas como President de la Generalitat de Catalunya, que sí se iba a su casa, no incluyó ese agradecimiento: «Vengo en declarar el cese de don Artur Mas i Gavarró como Presidente de la Generalitat de Cataluña». Y punto. Maquiavélico, ¿verdad? •


      Aparece 2.540 veces en los últimos diez años.
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      Alto cargo


      Vuelve a Agradeciéndole los servicios prestados / Conflicto de interés / Honorabilidad / Medalla / Pensión indemnizatoria / Rango


      


      Desde el presidente del Gobierno pasando por ministros, secretarios de Estado, presidentes y vicepresidentes de organismos públicos… De director general para arriba todo son altos cargos. Si tienes dudas: si le nombra el Consejo de Ministros y esa decisión aparece en el BOE, lo es (excepto los subdirectores generales). Es el rango más alto cuando se trabaja en lo público y la teoría, sobre el papel, es que para serlo es obligatorio cumplir varias condiciones. La primera, ser idóneos para el puesto. Y eso aquí también tiene un significado propio. La idoneidad, según la ley que lo regula, es el combo de dos factores: la honorabilidad (que te condenen por malversación no ayuda) y contar con la formación y experiencia suficiente para hacer lo que te toque, esto es, saber de qué va el curro para el que te han elegido. Lo habitual es que estar en política, aunque no seas un experto en el campo concreto al que te vas a dedicar, por muy especializado o técnico que sea, da para aprobar la asignatura de idoneidad.


      Eso para ser nombrado. Mientras ejerce, el alto cargo tiene que seguir cumpliendo algunos requisitos —repetimos, condiciones sobre el papel, no se vayan a creer que aquí pecamos de inocencia: trabajar para el interés general y no el propio y dedicarse en exclusiva al cargo para el que ha sido nombrado y no a otras labores—. Con excepciones, claro: escribir sesudos artículos de propaganda en periódicos, dar la turra en congresos o trabajar en organizaciones sin ánimo de lucro (sí, valen fundaciones de partidos) está permitido, siempre que no se cobre un duro por hacerlo. O, como mucho, solo las dietas. También tiene luz verde administrar el patrimonio personal o familiar.


      Uso y abuso


      Solo en la administración y los organismos estatales, sin sumar los de comunidades autónomas y entidades locales, a 31 de diciembre de 2020 había 736 altos cargos, 70 más que cuando acabó 2019. Las cifras de los últimos años van desde los 642 de la Nochevieja de 2016 a esos 736, la más alta desde 2014. •


      Aparece 971 veces en los últimos diez años.
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      Anexo


      Vuelve a Presupuestos Generales del Estado


      


      Añadido al final de una norma, tras la firma, que aporta información extra que, por su extensión o formato, da pereza encajar dentro del articulado.


      Uso y abuso


      En la mayoría de los casos los anexos incluyen tablas o documentos que se tratan por separado. Por ejemplo: se convocan unas ayudas y el impreso de solicitud que hay que rellenar va en el anexo. O se aprueba acuñar una nueva moneda conmemorativa o crear una medalla y la descripción de los materiales a usar y los dibujicos con el diseño van en el anexo. Para no perderse, claro, no sea que pongas un escudo que no toca o la cara de un rey que no es.


      Pero otras veces no solo es una cuestión de formato y la chicha está justo ahí, fuera de los confines que abraza la firma oficial. Pasa cuando un decreto de dos líneas solo dice que aprueba un reglamento, el que va en el anexo. Y pasó en uno de los momentos cumbre del primer estado de alarma por la crisis del coronavirus. El 29 de marzo de 2020, domingo, pasadas las once y media de la noche, a minutos de su entrada en vigor y más que nunca sobre la bocina, se publicó el BOE extraordinario que todo el país esperaba para saber si tenía que ir a trabajar al día siguiente o no. El que nos decía, en plena distopía, si lo que hacíamos era esencial o, en cambio, era prescindible. Porque esto último se paraba, en seco, durante dos semanas. Pero el texto de la norma no rezaba algo así como: quienes trabajen en algo que no sea una actividad esencial no van a trabajar, y son estos. Eso habría sido demasiado sencillo. Y nunca lo es (si lo fuera, ¿cuál es la razón de ser de este diccionario?). Lo que hacía el decreto ley era aprobar un permiso retribuido recuperable para quienes no fueran a trabajar por el cierre y dejar fuera de ese permiso a quienes lo podían hacer desde casa o formaran parte de alguna de las actividades esenciales. Y ¿cuáles eran? ¿Quién era esencial? ¿Qué era esencial y qué no en medio de una pandemia mundial? Lo que diga el anexo. •


      Aparece 347.634 veces en los últimos diez años.
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      Anormalmente baja


      


      En el mundo real, la coautora de este diccionario. En el mundo del lenguaje administrativo, cuando una empresa se presenta a un contrato público y la oferta que presenta es tan ganga que huele mal. Es una oferta anormalmente baja. En términos coloquiales (dentro de lo poco coloquial que es hablar de contratos públicos, no lo intenten en los bares), una baja temeraria.


      Porque, si dices que vas a hacer algo por un precio sospechosamente barato, puede que se caiga a trozos al día siguiente de la inauguración. O que lo dejes a medias. O, peor, que luego, ya con todo patas arriba, pidas más dinero para poder acabarlo (los sobrecostes cotidianos). O que tengas explotadas a las personas que trabajan para ti y por eso la oferta sea irresistible. O el acabado de lo que vendas sea tan cutre que toque volverlo a comprar en poco tiempo. O no cumpla unos mínimos de calidad y se acaben tirando millones de mascarillas a la basura.


      Para evitar esas cosas la ley establece que las ofertas anormalmente bajas, o bajas temerarias, tienen que ser excluidas de la puja excepto si el que la presentó justifica en un informe que sí, que de verdad que lo puede hacer por ese dinero. Pero ¿qué es una baja temeraria? El detalle del anuncio de cada contrato —los pliegos— marca el umbral por debajo del cual la cosa es sospechosa. Pero, si no lo hace, y la cosa va solo de quién lo vende más barato, es anormal que hagas un descuento de más del 25 % si te presentas solo, o de más del 20 % con respecto a la oferta de la empresa competidora si pujan dos, por ejemplo.


      Uso y abuso


      En la práctica, la mayoría de esos informes de las empresas para justificar que pueden hacerlo tan barato son aceptados, no se les excluye y se llevan el contrato. En parte porque puede que el presupuesto inicial sobre el que presentan ofertas estuviera inflado, en parte porque todo en este mundo se puede justificar. Eso sí, la ley marca desde 2018 que si para rebajar costes incumplen reglas medioambientales o laborales (por ejemplo, se pasan por el forro los derechos mínimos de los convenios colectivos), no hay justificación que valga. Pero claro, estaría feo afirmar de forma explícita, en un informe que envías a una administración pública, que pretendes saltarte las leyes. •


      Aparece 76 veces en los últimos diez años.
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      Bien de interés cultural


      


      Bienes especialmente protegidos del patrimonio. Algunos titulares les llaman por sus siglas, como si todos tuviéramos que saber que BIC es más que un boli. Pueden ser inmuebles (no se pueden trasladar en un camión de mudanzas: castillos, monumentos, restos arqueológicos o edificios singulares). También hay bienes muebles, como cuadros, o como cuando Galicia declaró que lo era la biblioteca de Emilia Pardo Bazán. Y bienes de interés cultural inmaterial, como tradiciones o fiestas. Aunque cada comunidad autónoma regula cómo se aprueban y regulan, y decide cuáles lo son, muchos pasan por el BOE para formar parte del registro general estatal. Los expedientes que detallan las razones para declararlos así y sus orígenes e historia, sobre todo en el caso de los bienes inmateriales, son de lo más bonico que se puede leer en el BOE.


      Uso y abuso


      Entre los bienes inmateriales declarados de interés cultural encontramos fiestas, bailes, tradiciones y hasta cabalgatas de Reyes. Los toros lo son en la Comunidad de Madrid, desde 2011, y en Castilla y León desde 2014. En la Comunidad Valenciana lo fueron de 2012 a 2015. En 2013, con el PP en mayoría y en solitario en el Senado, se convirtieron en patrimonio cultural en toda España.


      También entran dentro de esta categoría oficios antiguos, como la cetrería. O la lucha leonesa. O la cultura sidrera asturiana. Y por muchas razones: «… estimulando su consumo grados de sociabilidad superiores a los generados en torno a otras bebidas» o «La fiesta favorece la práctica de la hospitalidad, sobre todo a través de la comensalidad en el banquete familiar, y llega a convertirse en un verdadero potenciador de contactos amistosos o de estimulación de redes, de matrimonios intercomunitarios o de enfrentamientos», ojo ahí, que lo mismo te casas con uno de otro pueblo que acabas a garrotazos. Y «es el derroche lo que hace más grande la fiesta, ya que se llevan a cabo actos opuestos a la contención cotidiana». Amén. •


      Aparece 4.652 veces en los últimos diez años.
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      BOE extraordinario


      


      El Boletín Oficial del Estado sale cada mañana a las 7.30, de lunes a sábado, todo el año y pase lo que pase. Para los trabajadores del BOE no hay festivos más allá del domingo. Esos son los BOE ordinarios. Pero a veces, por necesidades urgentes o falta de planificación, puede salir un boletín extraordinario, ya sea el segundo del día, se publique de noche o lo haga un domingo.


      Uso y abuso


      Que se rompa la rigidez de publicación del boletín oficial no es normal. Pasó en 2014, por ejemplo. Primero en marzo, para condecorar al recién fallecido Adolfo Suárez a las diez de la mañana. Luego, en junio, llegaron los BOE locos de la sucesión. La medianoche del 18 al 19 de junio se publicó la ley orgánica que hizo oficial la abdicación en cuanto se publicó. Y, un par de horas después, los decretos que hacían a Juan Carlos y Sofía reyes vitalicios, una especie de presidencia de honor para el jefe de toda la vida que se jubila. Que ya podrían haberle regalado un reloj.


      Las elecciones también suelen trastocar el horario del boletín. En 2017, las listas presentadas para las catalanas de diciembre de ese año se publicaron ya a la hora de comer, sobre la bocina. En 2019, la convocatoria electoral iba ajustada y sacaron BOE extra a mediodía. En este último caso, para cuadrar y que las votaciones cayeran en domingo.


      Pero si alguna vez la rigidez y puntualidad inglesa del boletín saltó por los aires fue con la pandemia. Durante el tiempo que duró el primer estado de alarma se publicaron 85 BOE ordinarios, como Dios manda, y 22 extraordinarios. Nueve de estos últimos fueron en domingo, para no descansar ni un día. Y 13 en horarios raros, acumulando varios boletines en un mismo día. Las circunstancias eran excepcionales, sobre todo al principio, pero igual un poco de vicio se le cogió a la cosa de publicar cuando viniera en gana. El día más loco fue el domingo 29 de marzo de 2020. A eso de las once y media de la noche se publicó el decreto ley que nos decía a todos quién tenía que ir a trabajar al lunes siguiente —o sea, en unas horas— y quién no. Fue uno de los momentos cumbre de la distopía sanitaria: un boletín nocturno y sobre la bocina para decretar quiénes éramos esenciales y quiénes no. •


      No aparece en el BOE, lo es.
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      Boletín Oficial de Defensa


      


      EL BOD. Otro boletín oficial, que no público. Como el BOE, pero solo con decisiones y anuncios sobre asuntos militares y de la Guardia Civil. Sus contenidos están cerrados al público general. Desde 2018 hay dos versiones. Una es la completa, que solo puede ser consultada por miembros de las fuerzas militares o guardias civiles, y que incluye un rótulo bien claro para que no se les ocurra ir contándolo por ahí: «El acceso a dicho boletín no supondrá en forma alguna, licencia para su reproducción y/o distribución, y que, en todo caso, estará prohibida salvo previo y expreso consentimiento del Ministerio de Defensa» (sic y disgusto por esa coma entre sujeto y verbo).


      La otra es la versión de acceso general, la que puede consultar cualquiera, pero que va mutilada. Bajo el argumento de la protección de datos personales, esta versión descafeinada no contiene nada que incluya nombres de militares o guardias civiles: ni nombramientos, ni ascensos, ni reconocimientos (medallas)... Así, solo cuenta alguna instrucción que ya se ha publicado en el BOE o algunas reglas generales sin mucha miga. Este celo hace que a veces esa versión pública y abierta a todos no es que esté capada, es que solo incluye el índice. O sea, nada de nada.


      Uso y abuso


      Esta protección extrema de los datos personales contrasta con cómo el BOE sí publica, de forma abierta, las mismas decisiones y nombres cuando se trata del resto de los empleados públicos. Sus datos personales no merecen la misma protección. Una mente avispada y crítica puede argumentar que es normal, que no está la cosa como para ir dando pistas de los destinos de determinados militares y que la naturaleza de su trabajo requiere especial protección. Y tendría razón, pero esa opacidad no valdría para todo. No todos los militares y guardia civiles de este país están amenazados o trabajan en misiones secretas, seamos honestos. Y aunque lo estuvieran, si aceptamos esa protección especial por la naturaleza de sus funciones, ¿por qué las diferencias con otros cuerpos de seguridad? Un ejemplo: si un policía nacional pierde su plaza porque ha sido condenado, va al BOE. Las suspensiones de empleo o pérdidas de la condición de funcionario de los guardias civiles, no. Van al BOD. Por eso, sin algún infiltrado pasando información, era imposible saber si de verdad se había suspendido al guardia civil que participó en la violación en grupo de La Manada. •


      Aparece 87 veces en los últimos diez años.
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      Campaña electoral


      


      Periodo de 15 días en el que los líderes de partidos políticos dan la turra más de lo normal y muestran su lado más humano, si entendemos que lo que nos hace humanos es sonreír, tocar bebés y ponerse botas de campo en medio de un bancal y no tiene nada que ver con el uso de herramientas y las capacidades cognitivas y sociales, claro. Las reglas de la campaña pasan por, primero, prohibir usar las instituciones públicas para pedir el voto por un candidato o formación Y nada de fardar de lo conseguido en el gobierno. Ejem. Las instituciones solo pueden hacer campaña por el voto, así, en abierto. Votar es bien. Y ya. Tampoco se puede hacer campaña antes de la campaña. Ejem. Ni inaugurar cosas.


      Pero la mayoría de las reglas tienen que ver con los tiempos. La cosa va así: se convocan las elecciones, la convocatoria va al BOE y, 38 días después, arranca la campaña. Lo hace con esa cosa tan viejuna y bochornosa, seamos honestas, de la noche de pegada de carteles —no menos vergonzosa cuando buscan una modernidad impostada usando hologramas de peli mala de los noventa—. Y dura 15 días hasta exactamente la medianoche que da paso al día anterior a la jornada electoral. Si esto te parece un trabalenguas, prueba a leer la versión original en la LOREG, la ley que lo regula. Aunque hay excepciones: para las segundas elecciones de 2019 redujeron ese tiempo a ocho días. Porque una cosa es ser turras y otra ser turras dos veces en el mismo año.


      Durante esos 15 días se encorseta el tiempo que dedican los informativos de medios públicos a cada partido, hagan lo que hagan, y sin importar que sea noticia o no. ¿Que el único acto del día ha sido Fulanito mirando fijamente un atardecer? Pues nada, a retransmitirlo hasta que cumplamos el porcentaje de tiempo que le toca. Además, les obligan a emitir los espacios gratuitos de propaganda electoral, cuyos tiempos y duración reparte la junta electoral, con estas reglas: 45 segundos si sacaste más de un 20 % de los votos válidos en la anterior elección, 30 si te quedaste entre el 5 y el 20 %, 15 si no superaste el 5 % pero sacaste algún sillón y diez minutos si nunca antes has tenido escaños. Eso sí, tienes que haberte presentado en al menos el 75 % de las circunscripciones del ámbito de difusión de la tele en cuestión. Por eso el PNV o ERC no suelen aparecer en los de RTVE.


      A las elecciones europeas de 1999 se presentó el Partido de la Ley Natural. Su lema: «El Gobierno más perfecto es el gobierno de la naturaleza». En su anuncio, además de aprender qué diantres es un vuelo yóguico (no lo intenten en sus casas) prometían eliminar la mitad de las enfermedades, acabar con el terrorismo, el paro, la delincuencia y los impuestos a través de la meditación. Que suena a engañifa, pero tampoco debería sorprendernos —los saltos sí, insisto, busquen el vídeo—, porque hay partidos que llevan años diciendo cosas como que gastarán mucho más en todo lo importante y a la vez bajarán los impuestos. Y que van a crear, esto es un clásico, millones de empleos. Mi-llo-nes.


      Hay otra regla temporal que huele a lo mismo que la pegada de carteles: prohibido difundir encuestas los cinco días anteriores a la votación. Y su sustituto bochornoso: las hortalizas que simbolizan partidos durante esos días para mover las que hacen desde Andorra. Ingenio máximo.


      Uso y abuso


      Pese a lo absurdo que pueda parecer esa rigidez de algunas de esas normas, lo cierto es que en realidad sus límites son bastante difusos. Por eso, las juntas electorales se pasan toda la campaña reuniéndose de urgencia, pegando capones a partidos que se saltan las reglas, dirimiendo el orden de colocación de las papeletas en la mesa o, un clásico, dándole vueltas a qué partidos tienen que estar en los debates de las televisiones públicas o, incluso, de las privadas.


      Las líneas de lo prohibido, a veces, son borrosas. Pasa por ejemplo con el veto a las inauguraciones: igual no hay acto oficial con cinta cortada (sí, otra cosa viejuna, de eso va esta entrada), pero si justo da la casualidad de que el hospital se pone en marcha ese día, pues es suerte, qué se le va a hacer. Y si un límite se ha quedado en borrón y poco más es el del arranque y fin de la campaña. Vale, sí, que no se puede pedir específicamente el voto para un candidato fuera de esos 15 días, está prohibido poner en un anuncio Vota a Paco. Entendido. Pero, aunque no lo parezca por lo burdo de los carteles electorales, que recurren a las mismas poses y símbolos en bucle desde hace siglos, se puede hacer de forma más sutil. No hace falta pedir el voto con todas las letras para hacer campaña, basta con llamar la atención con tres exabruptos en la tribuna del Congreso o conceder muchas entrevistas con titulares jugosos. Y muchos viven en campaña todo el año. •


      Aparece 615 veces en los últimos diez años.
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      Candidaturas proclamadas


      


      Listado definitivo de partidos y personas que irán en las papeletas. Lo publican las juntas electorales después de pasar su filtro a las candidaturas presentadas. Por el camino caen las que no cumplen los requisitos de paridad —mínimo un 40 % por género en el total y en cada cinco puestos—, quienes no presentan firmas suficientes cuando son necesarias o aquellas que no tienen un número total de candidatos que cubra todos los puestos posibles, por si acaso arrasan. Esa lista definitiva, en generales y europeas, va al BOE. Y va sí o sí. Tiene que ser pública, claro. Aunque algún excandidato ha querido que se borrara su pasado vinculado a un partido. Pero tanto el Constitucional como la Junta Electoral han respondido que nanay.


      No pueden aparecer en esas listas, porque lo tienen prohibido, altos cargos de las instituciones públicas, tampoco el presidente de RTVE, jefes de gabinete de ministros y secretarios de Estado, magistrados, jueces y fiscales, ni policías o militares. Pero pueden dimitir y presentarse al día siguiente, claro, que es lo que hacen. Tampoco puede presentarse ningún miembro de la familia real, ni sus cónyuges. No sea que se ganen el puesto.


      Uso y abuso


      Unos 70 partidos presentaron candidaturas para las elecciones generales de noviembre de 2019. No todos pasaron el corte, claro. Al final, la mesa con más papeletas era la de la circunscripción de Barcelona, con 16 opciones distintas para elegir. Además de los partidos que luego siempre pillan cacho, las candidaturas proclamadas incluyen una lista de formaciones con más moral que el Alcoyano y que, ronda tras ronda, cumplen todos los trámites y se presentan, aunque por el momento solo hayan conseguido algunos puestos locales. Ahí está el PACMA, que va siempre y en prácticamente todas las circunscripciones. Bastante más atrás quedan partidos como Recortes Cero-Grupo Verde, las versiones varias del Partido Comunista (de los Pueblos de España o de los Trabajadores de España y sus versiones autonómicas) o el PUM+J, siglas fardonísimas y con punch que se ablandan un poco cuando las desenredas: Por un mundo más justo. Y sí, ahí queda en muchas circunscripciones esa reliquia chunga de la dictadura que es Falange Española de las JONS. •


      Aparece 54 veces en los últimos diez años.
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      Carta de naturaleza


      


      Nacionalidad por la vía rápida, por decreto. Comodín que permite que una persona sea española desde el momento en el que llega al BOE sin necesidad de pasar por todo el proceso del común de los mortales: años de residencia, demostrar integración y, sobre todo, capacidad de no perder ni los nervios ni la paciencia por los constantes retrasos acumulados para resolver las solicitudes. Las reglas dictan que las cartas de naturaleza se dan a personas en quienes «concurren circunstancias excepcionales». Si combinamos esa expresión tan subjetiva con que es una medida «discrecional», esto es, que el Gobierno la concede a quien considera, y le añadimos el puntito extra de que cuando se publica el decreto nunca se argumentan cuáles son esas razones excepcionales, ya tenemos lista la fiesta de la arbitrariedad.


      Uso y abuso


      Como en otras ocasiones, la excepcionalidad acaba siendo mantel de diario. Entre 1994 y 2020 se concedieron más de 5.600 cartas de naturaleza. La gran mayoría fueron para sefardíes, descendientes de los judíos expulsados de España por los Reyes Católicos. Los familiares de exiliados o de saharauis, con vínculos más recientes, no tienen esa barra libre de nacionalidades por decreto. El resto, muchísimos menos, se reparten entre deportistas, para competir por España en cuantico juren o prometan fidelidad al rey y a la Constitución —los más—; escritores, cineastas, artistas, políticos (mucho opositor venezolano ahí), víctimas del terrorismo o empresarios como Mohamed Bouamatou, un banquero mauritano que recibió la gracia en 2011, con Zapatero como presidente. Tres años después, en 2014, y esta vez de manos de Rajoy, la excepcionalidad se amplió a cuatro de sus familiares. Esa decisión se ocultó en las referencias y la rueda de prensa posterior al Consejo de Ministros, donde sí se informó de la nacionalidad por decreto a una directora de orquesta cubana que quedaba mucho mejor en el cartel. En 2015 y 2017 otros dos miembros de la familia recibieron su carta mágica y, una vez más, se ocultó, aunque se anunciaron otras. Pero el BOE todo lo ve.


      La hermana de la reina Sofía, la madre del presidente argentino Mauricio Macri y el pianista James Rhodes, que cerró 2020, son otros de los agraciados que se arremolinan entre deportistas olímpicos con banderita en la camiseta. •


      Aparece 656 veces en los últimos diez años.
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      Concesión


      Vuelve a Conflicto de interés / Dominio público / Emergencia


      


      Tipo de contrato público que cede a una empresa lo que, a priori, tendrían que hacer las administraciones. Lo que viene a ser privatizar. Aunque ha tenido otros nombres a lo largo de la historia, ahora mismo hay dos tipos: concesión de obra y concesión de servicios. En ambos casos, la empresa se encarga de la tarea que toque (ya sea construir una autopista o gestionar un polideportivo municipal) y, a cambio, puede sacarle partido a la cosa (cobrando peajes o entradas, usando los mismos ejemplos); o recibe un canon cada tanto de lo público, como un pago a plazos; o ambas cosas. Los contratos de concesiones pueden durar todo lo necesario para que la empresa recupere su inversión inicial, pero tienen un tope: 40 años si son de obras, 25 en servicios y algo menos, 10, si esos servicios son sanitarios. Lo que viene a ser, en este caso, privatizar la sanidad pública.


      Uso y abuso


      Las concesiones no son muy habituales (en 2019 se firmaron 32 de obras y 1.621 de servicios sobre un total de 129.594 contratos en todas las administraciones públicas, un porcentaje mínimo) pero sí suelen ser, sobre todo si se levantan edificios o se construyen carreteras, de los más importantes. También en euros.


      La clave es que, según la ley, si a una empresa se le adjudica una concesión y cobra a quienes usen la infraestructura, lo público no puede salvarle el culo si vienen mal dadas. O, lo que es lo mismo, una concesión implica una «transferencia al concesionario del riesgo operacional» o, dicho de otra forma, tiene que haber una «exposición real a las incertidumbres del mercado». Esto es: o hay causas de fuerza mayor que alteren lo que llaman el «equilibrio económico del contrato» (una norma aprobada después, un desastre natural…) o, si no te salen las cuentas, te aguantas. El problema suele estar en qué se entiende por fuerza mayor. Y en que a veces la letra pequeña del contrato establece indemnizaciones si resulta que a la empresa no le renta como pensaba.


      Otras veces lo que pasa es que la empresa quiebra, se acaba la concesión y el Gobierno de turno tiene que compensarle por lo que ha invertido hasta ese momento. Es lo que pasó con el rescate de las autopistas, por ejemplo, que costó miles de millones de dinero público y que es uno de los clásicos de las concesiones de obra, junto con autovías o áreas de servicio.


      Esos mismos pliegos, la letra pequeña de los contratos, suelen ser mucho más laxos cuando toca vigilar justo lo contrario: si la empresa concesionaria está dando el servicio por el que fue contratada como toca o mantiene la obra en condiciones. Los pliegos suelen recoger castigos bastante flojillos y, haya o no multas potentes, no siempre se vigila cómo se está dando el servicio y, por tanto, pocas veces se penaliza y se cobra esa multa. Esto es especialmente relevante en las concesiones de servicios, como el mantenimiento y explotación de polideportivos, cafeterías o bares en edificios públicos, la gestión de residencias de mayores, de autobuses de línea regular…


      Y, claro, la estrella: la privatización de los hospitales. Este tipo de concesiones pueden incluir la obra y luego la gestión del edificio, añadir a eso la explotación de tiendas y bares de un centro o elegir el combo total y sumar también la gestión sanitaria. En esos casos, se suele cobrar por el número de pacientes que cubren o por los servicios concretos que se han dado, o ambas variables.


      En las privatizaciones de hospitales, como en cualquier concesión, el mantra de parte de la clase política es que será más barato y eficiente si ese servicio público lo gestiona una empresa privada, incluso, ojo, aunque haya un intermediario ahí, esa misma empresa, que cobre su parte. Más allá del —importante— debate sobre en manos de quién debe estar lo público, en la práctica ese mantra económico tampoco se suele cumplir. En 2018, un informe de la Cámara de Cuentas de Madrid sobre la privatización de hospitales en esa comunidad concluyó que lo de la mayor eficiencia no se demostró ni antes de abrir el concurso de las concesiones —para justificar por qué se elegía ese procedimiento y no se gestionaba directamente desde la sanidad pública— ni se ha demostrado con el tiempo. •


      Aparece 106.851 veces en los últimos diez años.
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      Conflicto de interés


      Vuelve a Pensión indemnizatoria / Sanción


      


      Choque de trenes entre la obligación de trabajar en lo público pensando en el bien común y la tendencia a cuidar de uno mismo y de los tuyos. O, lo que es lo mismo, conflicto entre dos intereses: el general y el propio. Pero ¿hasta dónde llega ese interés propio, el que puede entrar en conflicto con el cargo? Según la ley, hay conflicto de interés si las decisiones que toma un alto cargo le benefician a sí mismo, pero también a familiares de hasta cuarto grado de consanguineidad —entran hasta tatarabuelos, tataranietos y primos— y segundo grado de afinidad —la familia política, ojo a la aparición de suegros, yernos, nueras y, ajá, cuñados—, pero también si perjudica a personas o empresas con las que se tienen litigios en marcha o, cita literal maravillosa, si afecta a alguien con quien se tenga «amistad íntima o enemistad manifiesta». Así que casi mejor ser discreto con las fobias. También hay choque si las decisiones afectan a empresas con las que el cargo ha estado vinculado en los dos años anteriores a su nombramiento o aquellas que dirijan, asesoren o administren alguno de los familiares que se encuentran dentro de ese paraguas del interés propio.


      La norma que lo regula incluye sanciones por incumplir las reglas para evitar que en el choque de trenes gane el interés personal. No son muchas y tampoco es que los castigos sean ejemplares. Si ejerces trabajos incompatibles mientras estás en el cargo, mientes en tus declaraciones de actividades (donde pones a qué otras cosas te has dedicado o te dedicas) o falseas tu currículum es falta muy grave. Puede suponer la destitución —si te pillan mientras estás en el cargo, claro—, la pérdida de la pensión indemnizatoria para ex altos cargos o la obligación de devolverla.


      Si pasas olímpicamente de presentar la declaración de actividades, ocultas a propósito datos y documentos o decides no abstenerte cuando se decide sobre un tema que te afecta, se queda en grave. El castigo en ambas es también el escarnio público: que se publique en el BOE. Y la prohibición de volver a un cargo público durante entre cinco y diez años, que con suerte se pasa mientras tu partido está en la oposición. También hay faltas leves, por presentar las declaraciones tarde. En ese caso, el castigo es un capón (amonestación) en privado, porque ni siquiera se hacen públicas.


      Uso y abuso


      Si hay conflicto de interés cuando se está en el cargo, toca abstenerse (o que te recusen, que es más feo). Pedro Morenés, ministro de Defensa de Rajoy, tuvo que hacerlo cuando se negociaba la compra de elementos para fragatas y una empresa de la que fue presidente se postuló para vender. Reyes Maroto, ministra de Industria de Sánchez, hizo lo mismo cuando se debatía si un fondo australiano podía comprar una parte de Naturgy, donde su marido había trabajado.


      También hay conflicto de interés si tienes más de un 10 % en acciones de empresas que reciban contratos o subvenciones de cualquier administración pública. Durante los años en los que Miguel Arias Cañete fue ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente se les pasó lo de controlar ese punto de la norma. Tanto, que solo renunció a las acciones de dos petroleras familiares (una de ellas con concesión vigente durante todo ese tiempo) cuando le examinaron para ser comisario europeo, que eso sí era cosa seria.


      Los conflictos de interés también se vigilan, en teoría, en los dos años siguientes al cese. Así, durante ese tiempo no pueden trabajar para entidades afectadas por decisiones que los altos cargos tomaran en su paso por lo público. Tampoco si participaron en la votación y debate de esos temas en órganos colegiados. Y sí, el Consejo de Ministros es un órgano colegiado. Y todas las eléctricas cuentan en sus filas con exministros tanto del PP como del PSOE. A veces respetando ese barbecho de dos años y, otras veces, no. Y sí, estamos hablando de puertas giratorias. •


      Aparece 220 veces en los últimos diez años.
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      Consejo de Ministros


      Vuelve a Alto cargo / Carta de naturaleza / Conflicto de interés / Emergencia / Medalla / Plan de estudios / Subvención / Tribunal Supremo


      


      Órgano colegiado (absténgase de rimar) del que forman parte todos los ministros y el presidente del Gobierno y en el que se toman las decisiones, oficialmente, por consenso y todos a una. De ahí lo de colegiado. Eso también significa que las decisiones son responsabilidad de todas las personas que participan, claro. El Consejo de Ministros es el responsable de aprobar los proyectos de ley que van al Congreso, los decretos leyes, los tratados internacionales, los decretos de estados de alarma y las normas que afecten a todo el Gobierno. Sus deliberaciones son secretas. Por ley.


      Uso y abuso


      Lo que no es secreto, o no debería serlo, es lo que ahí se aprueba. Así, tras esa reunión, llega la rueda de prensa en la que se comentan las decisiones más importantes. Si algo no lo es tanto y como no es plan de aburrir a los periodistas, que bastante tienen con aguantar la turra a la hora de comer (viva la conciliación), no se cuenta a viva voz, pero está en las referencias, que es la lista de las decisiones aprobadas, y que se publica unas horas después en la web de La Moncloa. Pero resulta que a veces, por lo que sea, se olvidan de incluir algunas decisiones, como nombramientos sospechosos o indultos feos. O, más habitual, cuentan la parte vendible de una norma aprobada, pero omiten la letra pequeña que hace que lo que se cuenta no sea del todo verdad. Enseñan la purpurina y el brillibrilli pero ocultan el pegote de pegamento sucio detrás de la cartulina. Pasa mucho con las ayudas: se anuncian como la salvación para un sector o una situación en su conjunto, y luego resulta que para acceder hay que juntar las siete bolas de dragón y hacer tres veces el pino delante de un unicornio alado. Por eso, hasta que no llegan al BOE, ni la rueda de prensa ni las referencias son más que eso, adelantos, anuncios, promesas o, en muchas ocasiones, propaganda.


      Antes el Consejo de Ministros se reunía los viernes. A fecha de publicación de este libro, lo hace los martes. Eso significa que el BOE de los miércoles (antes, el de los sábados) es el más rechoncho de la semana. Y el que esconde más decisiones polémicas que alguien olvidó, mecachis, contar. •


      Aparece 39.079 veces en los últimos diez años.
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      Contrato menor


      Vuelve a Licitación


      


      Tipo de procedimiento que permite contratar a una empresa sin pasar por todo el papeleo y la publicidad de sus hermanos mayores. Para dar un menor, con justificar el gasto, aprobarlo y aportar factura, por regla general, es suficiente. Algunas administraciones piden también tres ofertas, y en realidad todas están obligadas según el organismo que vigila la contratación (la OIRESCON, así de potentes suenan sus siglas, aunque luego apenas tenga medios ni poder), pero no todas lo hacen. Al final, y como mínimo cada tres meses, se van publicando de estos contratos qué se ha comprado, por cuánto y a quién. Sin más detalles. Eso sí, algunas administraciones públicas son más exigentes y ponen coto a este tipo de contratos rápidos y a dedo.


      Los menores no pueden durar más de un año ni superar ciertos umbrales: 40.000 euros para contratos de obras y 15.000 para los de suministros y servicios. Y, ojo, tienen que estar por debajo de esos topes, no pisar la línea. Así que los centenares de contratos menores que se firman cada año por justico esas cifras son ilegales. Y es que hay que leer las leyes con atención.


      Uso y abuso


      Conociendo esos límites de precio, una persona correcta y noble le daría unas vueltas a qué puede costar lo que necesita, sea lo que sea, y ya luego descubriría si puede adjudicarlo como menor o no. Pero lo que pasa en demasiadas ocasiones es que se ajusta el precio a priori para que no supere ese límite —hasta aquí me puedo gastar— y así pueden esquivar la obligación de abrir un concurso público, con todos sus avíos. Y ¿cómo sabemos que pasa esto? Primero, por la cantidad de contratos que se agolpan ahí al bordecico, en los 14.999 euros, sin cortarse un pelo. O cuando se compran 14.999 euros en harina, hasta que se acabe y vuelvan a comprar (caso real e ilegal, las dos cosas). Segundo, porque cuando ese umbral bajó de 18.000 a 15.000 euros muchos contratos exactamente iguales, de repente, eran más baratos. O les daba igual perder dinero con tal de poder esquivar la publicidad y las garantías de un procedimiento abierto o antes se pagaba de más.


      Pero la corruptela más instaurada en la tradición de los contratos menores es el arte del troceo: partir un contrato que sería más grande y, por tanto, con más controles, en varios contratos pequeños para así adjudicarlos como menores. La ley es clara: eso no se puede hacer. Pero se hace. Lo vemos cuando se adjudican decenas de contratos a la misma empresa uno detrás de otro. A veces, casi sin cortarse un pelo con los tiempos, se firman 13 el mismo día (caso real). O cuando toca construir una piscina y por un lado se paga el agujero, por otro las baldosas, por otro el sistema de filtros y ya, aparte, la escalera. Pero todo se contrata a la misma empresa de piscinas. O para renovar la cocina de una base aérea se adjudican seis contratos menores, uno por cada elemento (horno, frigorífico, lavavajillas, termo, mesa y armario). Porque la especialización es importante, claro que sí. Lo que pasa es que, como en los ejemplos anteriores, todo se compró a la misma empresa.


      La clave para evitarlo está en vigilarlos (se hace poco, ya advierto) y en comprobar si todos esos menores deberían haber ido juntos en pack y alguien está apretujando la realidad para esquivar las normas. A veces, la línea divisoria es pilla: como cuando se contratan por separado reparaciones en varios cachos de carretera. O se contrata lo mismo, y a la misma empresa, pero para lugares distintos. Así lo hicieron algunas comandancias provinciales de la Guardia Civil en las obras de adaptación de unos depósitos de armas. Podían abrir concurso para contratar a una empresa que las hiciera en todos los cuarteles de la provincia o repartir el de cada cuartel por separado como menor, aunque fuera a la misma compañía. Hicieron lo segundo. •


      Aparece 371 veces en los últimos diez años.
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      Convenio


      Vuelve a Ocupaciones de difícil cobertura / Tribunal Supremo


      


      Acuerdo entre varias administraciones o una administración pública y una entidad privada para alcanzar un objetivo común. Así en abstracto cabe casi cualquier cosa y sus reglas son bastante laxas, también su control. Lo que va al BOE tiene que incluir quiénes lo firman, los objetivos, las actividades, el plazo, sus reglas y si hay pasta por en medio o no.


      Uso y abuso


      A veces se usan para causas nobles, como que varios organismos científicos colaboren en una investigación. Instituciones Penitenciarias firma muchos convenios con ayuntamientos o entidades sociales para que los presos trabajen en ellas como alternativa a cumplir la pena de cárcel, por poner otro ejemplo. Otras veces son un paripé que sirve para poco más que para decir que has firmado un convenio y ya. Pero, claro, luego está el abuso.


      El problema suele aparecer cuando se usa la figura del convenio para dar a dedo una subvención o, más flagrante, conceder a dedo un contrato público disfrazándolo de esa figura más amable. Así, se usa como vehículo para esquivar las reglas más estrictas de esos procedimientos, sobre todo la norma que tiene que ver con la concurrencia, esto es, que quien quiera se pueda presentar y no solo tu amigo Pepe. Cuando hay trasvase de dinero de lo público a lo privado la norma es clara: si el objetivo del convenio es hacer cosas que están dentro de lo que se suele gestionar vía contrato, no se puede. Si la entidad con la que se firma hace lo mismo en mercado abierto, o sea, vende ese mismo producto o servicio, tampoco.


      ¿Se cumple? Muchas veces, no. Al menos entre 2013 y 2016 la Xunta de Galicia presidida por Feijóo usó los convenios para colocar publicidad institucional en medios. ¿Que la campaña está destinada a fomentar la natalidad y tanto el Gobierno gallego como La Voz de Galicia comparten ese objetivo? Convenio al canto. Da igual que en realidad lo que suponga es que se está pagando al periódico para poner un anuncio. Y eso es ilegal, claro. •


      Aparece 604.892 veces en los últimos diez años.
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      Convenio colectivo


      Vuelve a Anormalmente baja


      


      Acuerdo entre los representantes de los trabajadores y los jefes (o los portavoces de los empresarios si es sectorial) que incluye las reglas básicas de las condiciones laborales en una empresa o sector. Es un texto importantísimo, clave para conocer tus derechos, aunque muchos jefes ni se lo hayan leído o hagan como si no existiera.


      Los convenios colectivos pueden ser de una empresa concreta o grupo de empresas, de un ramo (por ejemplo, personas que trabajen el calzado o sirvan comida en un bar) y, en este último caso, afectar a todos los trabajadores del Estado o solo a los de una comunidad autónoma. Tras una de las últimas reformas laborales (que seguía intacta a fecha de cierre de este libro), si hay discrepancias, el convenio de empresa gana sobre el sectorial en los puntos más importantes: las condiciones laborales. Eso significa que si en tu curro se firmó un convenio peor que el del ramo al que perteneces, te aguantas. Así, es más importante la negociación en pequeño (de cada empresa) que en grande (todos los sindicatos de un sector). Otro divide y vencerás. Presionan menos 40 que 4.000, claro. O, lo que es lo mismo, no es lo mismo una huelga masiva y en bloque de todo un sector que la de los empleados de una compañía concreta.


      Uso y abuso


      Es obligatorio publicarlo en los boletines de las comunidades autónomas o en el BOE, dependiendo de si afecta solo a personas en una comunidad o va más allá. La regla dice que se tiene que registrar ante la autoridad laboral en 15 días desde que se firme y publicarse en el BOE en otros 20 desde entonces, pero casi nunca se cumplen estos plazos.


      Así, el boletín recoge tanto el convenio de los trabajadores del Burger King (con salarios mínimos de entre 11.500 y 18.600 euros brutos anuales) y el de los jugadores de fútbol profesional (155.000 mínimo al año en Primera División y 77.500 en Segunda). Este último, además, incluye el detalle de otras condiciones laborales, como cuándo pueden ir de público a un partido sin pagar entrada y hasta qué pasa con los cromos. •


      Aparece 57.197 veces en los últimos diez años.
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      Corrección de errores


      


      Lo que sale en el boletín, tal y como esté, firmado y publicado, es norma. Si hay errores, toca arreglarlos y publicarlos también, oficializar el error, porque si no se quedan ahí para siempre, tallados en la piedra de la burocracia, y es lo que se aplica. No vale un «es que lo que yo quería decir era otra cosa». Pues lo dices. La corrección de errores se tiene que publicar en el mismo sitio y al mismo nivel que el documento original. Porque una coma mal puesta puede cambiar el sentido de una frase.


      Los errores vienen de fábrica —en este caso del organismo que manda el texto, como por ejemplo el propio Gobierno que envía un decreto ley—, los simpáticos funcionarios que trabajan en el BOE no tienen ninguna culpa. Que bastante tienen ya. De hecho, si se trata de un error de ellos al subir el texto al sistema no se llama «error», se llama «errata». Y son los menos y mucho menos peligrosos, claro. Porque, esos sí, de verdad, son fallos técnicos.


      Uso y abuso


      Durante 2019 el BOE sumó 26 erratas y, aquí viene la chicha, 579 errores, con sus correspondientes correcciones de errores publicados en el boletín. Son pocos para todo lo que se publica. A veces, si un texto legal acumula muchos errores, son una pista que te avisa de que se redactó a última hora y con prisas. La mayoría suelen tener que ver, por ejemplo, con equivocaciones a la hora de hacer referencia a otras normas —no, no quería decir el párrafo segundo del artículo tres del bloque primero, sino el párrafo segundo y TERCERO del artículo tres del bloque SEGUNDO—. Que si se lían ellos redactándolo imagínate quien intente leerlo y entenderlo. También hay faltas de ortografía, claro. Y cifras a las que les faltan o les sobran ceros.


      Pero uno de los errores más habituales es el que tiene que ver con nombres. Que Sáenz no es Sáez, diantres. Este tipo de fallos abundan en las listas electorales, por ejemplo, porque es fácil liarla en alguno de los nombres de la ristra, aunque sea por mera probabilidad. Y si las coaliciones se abarrotan, como pasó cuando Podemos empezó a presentarse con otras formaciones en cada territorio, la jarana llega hasta los nombres de los partidos. Y los errores. Juego de agudeza visual: en esta corrección de errores, encuentre el fallo: donde dice «9. UNIDAD POPULAR: IZQUIEDA UNIDA, UNIDAD POPULAR EN COMÚN, IZQUIERDA CASTELLANA (UPeC-IU-IZCA)», debe decir: «9. UNIDAD POPULAR: IZQUIERDA UNIDA, UNIDAD POPULAR EN COMÚN, IZQUIERDA CASTELLANA (UPeC-IU-IZCA)».


      Así pues, las correcciones de errores arreglan fallos. Todos cometemos errores. Está bien. Circulen. Pero, ay, a veces sirven de excusa para cambiar el sentido de una norma a posteriori. Porque, ¿quién te dice a ti que en realidad lo que querías decir no era eso? ¿Qué? ¿Ahora van a entrar en tu cabeza? En 2013, una corrección de errores cambió los plazos de presentación a unas ayudas. Menos mal que al menos los retrasaron y dieron más margen y no los adelantaron.


      También ese año, la Agencia de Cooperación al Desarrollo publicó una resolución que endurecía los criterios para que las ONG tuvieran una calificación especial y pudieran acceder a las subvenciones gordas. Una de las claves, entre otros requisitos, era que no podían tener pérdidas o reducción de fondos propios, o sea, se las excluía si les pasaba alguna de las dos cosas. La rentabilidad llevada a la cooperación al desarrollo. Una corrección de errores, cinco meses después, cambió una «o» por una «y». Ojo a las consecuencias de una sola letra: con la corrección, tenían que pasarte las dos cosas para quedarte fuera, no solo una de las dos. El tiquismiquismo del lenguaje administrativo es infinito.


      No hay fecha límite para reconocer tus errores y hacer propósito de enmienda. Una circular aeronáutica estuvo más de diez años diciendo Suiza donde quería decir Liechtenstein. Que lo mismo lo mismo no son. Y a veces tienen su cosa, como cuando el Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE) se llamó durante un tiempito, en la convocatoria de un puesto de trabajo, Instituto para la Diversión y Ahorro de la Energía. Mucho mejor. Además, las siglas coinciden y ahorrar energía puede ser una fiesta al precio al que está la luz. •


      Aparece 10.927 veces en los últimos diez años.
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      Decreto ley


      Vuelve a Anexo / BOE extraordinario / Consejo de Ministros / Corrección de errores / Entrada en vigor / Excepcional interés público / Preámbulo / Rango / Recurso de inconstitucionalidad / Transposición


      


      Cuando el poder ejecutivo legisla, aunque la palabra y su significado corresponda al poder legislativo. O, lo que es lo mismo, cuando aprueba normas con rango de ley sin tener que debatir y votar en el Congreso cada párrafo, que no veas qué pereza. Este asalto a la división de poderes se permite solo en casos de extrema y urgente necesidad. Eso sí, algunas materias no pueden reformarse por decreto ley, aunque vayan con prisas: la ordenación de las instituciones básicas del Estado, los derechos y deberes de los ciudadanos recogidos en la Constitución, el derecho electoral, el régimen de las comunidades autónomas, además de todos los temas que solo se pueden tocar por ley orgánica, la gordota, por arriba de leyes y decretos leyes.


      Una vez aprobado por el Gobierno y publicado en el BOE, ya puede entrar en vigor de forma inmediata. Así que solo sabemos qué se ha aprobado y cómo nos afecta cuando llega al boletín, y ya es tarde. Es como una caja sorpresa. Ya en marcha, el Gobierno tiene 30 días para que el Congreso le dé el visto bueno —lo convalide— o no —lo rechace y deje de estar vigente—. El pleno puede aprobar también tramitarlo como un proyecto de ley, lo que significa que se pueden debatir y votar enmiendas siguiendo el cauce habitual de la democracia. Entonces, ¿qué tiene de malo? ¿Por qué tan tiquismiquis? Si al final le tiene que dar el OK el Congreso, tampoco habrá tantas diferencias con una ley normal, ¿no? Pues las hay. Y muchas. Si se acaba tramitando como proyecto de ley (pasa poco), sigue estando en vigor mientras tanto. Si no, y solo se vota si se convalida o no, que es lo más habitual, los partidos solo pueden darle al botón verde o al rojo sin posibilidad de modificar el texto si alguna parte no les convence, en bloque.


      Uso y abuso


      Y eso de que se vote en bloque es importante. Mucho. Imaginemos un decreto ley urgente que sube las pensiones. O los sueldos de los funcionarios. Y se titula algo así como: «Real Decreto Ley para cosas chachis a las que no te puedes oponer porque quedas fatal con tu electorado». Y en el texto, ya que estás, también das una paga extra a tu secretario de comunicación, que es muy majo, ordenas matar a todos los primogénitos de los pelirrojos y prohíbes la tuna, que ya está bien. ¿Cómo va a oponerse un partido político a las cosas chachis del título y votar en contra? Pues nada, se come el bloque entero.


      En los últimos años se ha aprobado una buena ristra de decretos leyes, porque parece que la extraordinaria y urgente necesidad abunda. En 2020, primer año pandémico, fueron 39. Ahí aún se puede justificar buena parte, sobre todo al principio, cuando andábamos todos como pollo sin cabeza limpiando la bolsa de la compra con litros de lejía como para exorcizar al demonio. En 2019 fueron 18, 26 en 2018 y 20 en 2017. Muchas veces, para criticar su abuso, se citan estos números para señalar desde la oposición que fíjate tú cómo gobierna este partido a base de decretazos, qué antidemocrático (aunque lo hacen todos). Pero estos números a peso no son relevantes. Primero, porque toca ver si de verdad pasaron cosas excepcionales que lo justificaran. Segundo, y más importante, porque lo que importa no es cuántos decretos leyes apruebes, sino cuántas cosas modifiques vía decreto ley.


      Y esas dos variables —que una mezclilla bajo título molón permite colar otras cosas; y que si alguien se escandaliza lo va a hacer contando decretos y ya—, sin despreciar la importancia de la vagancia que impide redactar una norma para cada cosa, son el origen de los tipos de decreto ley más habituales: los potajes. Que lo mismo te regulan créditos blandos a empresas por la crisis sanitaria que el Plan Renove, o juntan en un solo texto, y vamos con un caso real: registros civiles, depósitos, aumento de plazas en el Ejército, actos sobre una exposición de Picasso, becarios, hoteles en los puertos y los precios del gas natural. 172 páginas de algarabía. Estos decretos leyes potaje son, como sospechas, largos y complejos de la leche. No sea que nos enteremos bien de qué se ha aprobado el mismo día que entra en vigor, cuando llega al BOE.


      Algunas veces la oposición recurre un decreto ley ante el Tribunal Constitucional. Hay decenas de sentencias en las que este órgano tumba una parte de lo que se aprobó porque entiende que modifica normas que no puede o, lo más habitual, que lo de la extraordinaria y urgente necesidad en realidad no era para tanto. Si hablamos además de decretos potaje: es casi imposible, estadísticamente hablando, que si alguien los recurre el Constitucional no tumbe, al menos, una de sus chorrocientas medidas. Es difícil que todas sean, de verdad, urgentes. El secreto para que no haya más sentencias tachando parrafitos: que no todos se recurren. •


      Aparece 45.135 veces en los últimos diez años.
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      Desierto


      


      El vacío que queda cuando nadie se presenta a un puesto de trabajo o a un contrato público.


      Uso y abuso


      Los puestos de trabajo chachis no suelen quedar desiertos, lo habitual es que pase en aquellos en los que proponen a los funcionarios que dejen todo para ser operador en la embajada de países perdidos de la mano de Dios y, si es posible, con un conflicto armado en ciernes.


      En contratos públicos pueden pasar varias cosas. Está la versión lógica, lo que debería ser: no se presenta nadie porque por el precio que pagan no compensa o porque ninguna empresa cumple las condiciones que piden en el contrato. Luego está la versión trapi, que es cuando nadie se presenta —o se provoca o pacta que nadie se presente— para así poder dar el contrato a dedo vía negociado sin publicidad, ya que una de las vías que te permiten poder hacerlo así es si lo has intentado en un concurso abierto y ha quedado desierto. Pero, eso sí, eso solo se permite si no se cambian las condiciones iniciales del contrato.


      Y también está la versión es mi monopolio y me lo quedo: en 2017, Telefónica pasó de presentarse al contrato para la sustitución, el mantenimiento y el control de las pulseras para el cumplimiento de medidas de alejamiento por casos de violencia machista. Un año después, con prisas, el Gobierno lo volvió a licitar. Pero ahí las condiciones sí cambiaron. A mejor, claro: ampliaron los tiempos para la sustitución de los equipos obsoletos e inflaron un millón de euros el presupuesto, además de asegurar un cobro fijo más elevado que no dependía ya del número de dispositivos en marcha. Y Telefónica dijo sí. •


      Aparece 6.026 veces en los últimos diez años.


      

        [image: ]

      


    


    

      Despacho ordinario


      


      Asuntos de a diario que no suponen decisiones políticas, destinados a que la cosa siga funcionando aún sin Gobierno elegido. También se usa cuando un ministerio queda vacante y otro ministro o ministra asume sus asuntos, ese despacho ordinario, hasta que llegue el nuevo. Es lo único que puede hacer un Gobierno en funciones tras las elecciones y hasta que el Congreso elija nuevo presidente: «Limitará su gestión al despacho ordinario de los asuntos públicos, absteniéndose de adoptar, salvo casos de urgencia debidamente acreditados o por razones de interés general cuya acreditación expresa así lo justifique, cualesquiera otras medidas», dice literalmente la ley. Una vez más, las razones de interés general son subjetivas, pero hay asuntos que ni suenan urgentes ni responden al interés de todos, sino más bien a algunos intereses particulares.


      Uso y abuso


      Todos los gobiernos en funciones han tomado decisiones que se saltaban los límites de ese despacho ordinario. Lo hizo el de Zapatero, por ejemplo, cuando el 25 de noviembre de 2011, cinco días después de perder las elecciones y ya en funciones, indultó al entonces consejero delegado del Banco Santander, Alfredo Sáenz. Durante los diez meses de 2016 en los que el Gobierno de Rajoy estuvo en funciones concedió también indultos: 15, 13 de ellos a las cofradías por Semana Santa. También repartió 280 galardones, entre cruces, encomiendas y medallas, entre ellas la del mérito en el trabajo a un diputado del PP.


      Durante esa misma larga temporada en funciones el Gobierno de Rajoy también se negó a comparecer en el Congreso, que una cosa es dar medallas a gente del partido, muy ordinario, y otra esa locura de que los diputados puedan preguntarnos cosas, a lo loco. Pero el Tribunal Constitucional dijo que nada de eso, que el Gobierno en funciones tenía que responder ante las peticiones de comparecencias y preguntas de los diputados. Lo que pasa es que lo dijo dos años después, cuando ya no valía para nada. Ya para la próxima. •


      Aparece 104 veces en los últimos diez años.
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      Disponibilidad presupuestaria


      


      Coletilla que vacía de contenido, hasta saber más, cualquier medida. Apéndice en cualquier anuncio, ley, orden ministerial o decreto que apruebe alguna medida que necesite dinero para ejecutarse, sobre todo si se trata de subvenciones, que en realidad adelanta que esa norma no vale nada hasta que se le asigne el cachito de presupuesto que toque. Si una ayuda se anuncia y el texto legal que la crea reza que su cuantía dependerá de la disponibilidad presupuestaria, lo mismo se pueden repartir mil millones en subvenciones que cero. O acabar llegando a tres personas.


      Uso y abuso


      Cuando se anunció el bono térmico, una ayuda contra la pobreza energética añadida al bono social de electricidad, por ejemplo, se dijo que iba a llegar a muchísimas personas necesitadas y que iba a suponer una ayuda importante para el pago de la calefacción. Se aprobó en octubre de 2018, y ya entonces avisaron que no se iba a pagar hasta después del invierno (el frío de ese año no computaba). Y que se repartiría dependiendo de lo cruda que fuera la meteorología en la zona en la que vivieras y el nivel de pobreza de cada hogar. Pero ¿de cuánto dinero estábamos hablando? Pues en principio se estableció un mínimo de 25 euros anuales por casa, pero en realidad todo dependía de la «disponibilidad presupuestaria». Así que hasta mucho después, ya en verano, no supimos que el total a distribuir fueron 75 millones.


      Otras veces esta disponibilidad presupuestaria se traduce en tonto el último. Así pasó con unas ayudas al alquiler en la Comunidad de Madrid que se iban concediendo por orden de llegada hasta que se acabara la pasta. Y claro, buena parte de quienes tenían derecho, con la norma en la mano, se quedaron fuera. •


      Aparece 1.177 veces en los últimos diez años.
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      Disposición adicional


      


      Cajón de sastre en el que se aprovecha para colar de todo. El aprovechando que el Pisuerga pasa por Valladolid de la redacción de normas. Da igual cómo se llame el decreto, ley u orden ministerial que se apruebe, y de qué vaya, en las disposiciones adicionales cabe cualquier otra cosa. Si van muy llenas, o incluyen decisiones de muchos ámbitos distintos, puedes sospechar que: 1) Hay ganas de aprobar algo sin que arme mucho jaleo, sin darle el título de la norma para que no se vea mucho, ahí escondido al final; 2) Lo que hay es pereza, porque para qué vamos a redactar una norma solo para cambiar esto si tenemos una del mismo rango donde lo podemos meter; 3) Las dos anteriores son correctas. En cualquiera de los casos, las jaranas adicionales contribuyen al caos y a que cada día sea más difícil entender qué se aprueba.


      Uso y abuso


      En muchas ocasiones, lo que hacen es convertir las normas en laberintos. Pasó con cada paso de la desescalada, durante el primer estado de alarma en 2020. Aunque las reglas cambiaban casi a diario, la cosa empezó medio controlada: había una orden ministerial para cada fase, que incluía qué se podía hacer y qué no y qué territorios estaban en ella. Hasta ahí, bien. Según pasaban los días, nuevas órdenes modificaban las originales —porque añadían territorios o de repente permitían jugar al tenis— y se llamaban así, sin trampa ni cartón: «Orden X que modifica la orden X de fase 1». Hasta ahí, todo controlado. Pero la cosa se aceleró y a alguien le empezó a dar pereza escribir un texto individual para los cambios de cada una de las fases. Y empezó la fiesta. Tú leías una medida de una orden que claramente, porque lo decía su título ahí bien hermoso, cambiaba qué se podía hacer en la fase 2, pero no, resulta que esa regla en concreto está dentro de una disposición adicional que en realidad lo que modifica es la fase 1. Ahí, todo juntico. No sea que se vaya a entender a la primera y sin tener que hacerte un esquema de conexiones en un folio ni que te explote el cerebro ni nada. •


      Aparece 90.455 veces en los últimos diez años.
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      Disposición derogatoria


      


      El chimpún. Uno de los puntos finales de leyes y otras normas, que contiene la lista de las cosas anteriores que estaban en vigor hasta entonces y que ese texto sustituye o elimina.


      Uso y abuso


      A veces las disposiciones derogatorias son un puzle difícil de entender. Hay tres niveles de dificultad. El primero es para novatos: la disposición derogatoria deroga otra ley anterior, completa. Sustituye una por otra. Hasta aquí, fácil. El segundo nivel es para cabezas algo más estructuradas y, si se complica mucho, puede necesitar de complementos como papel y boli para dibujar esquemas que ríete tú de las pelis de detectives y sus pizarras uniendo sospechosos y lugares con hilillos: la disposición derogatoria aclara qué puntos concretos de qué otras normas quedan derogados; a veces párrafos concretos dentro de un artículo, en plan quirúrgico. Pero hasta aquí sigue siendo asequible.


      Y llegamos al tercer nivel, solo apto para maestros jedis capaces de acumular toda la legislación en su cabeza, entender qué quiso decir quien escribió un texto en cada momento y adentrarse en los matices de qué contradice qué e-xac-ta-mente. Es la disposición derogatoria que reza: «Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan o contradigan lo dispuesto en la presente ley». ¿Qué deroga exactamente? Pues lo que derogue, alma de cántaro, si eso ya lo miras tú en cuanto tengas un ratico y tres másteres en derecho administrativo. Es la disposición derogatoria del legislador vago. •


      Aparece 7.096 veces en los últimos diez años.
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      Dominio público


      


      Aunque también lo son las obras culturales libres de derechos, el concepto suele aparecer en el boletín para referirse al dominio público marítimo terrestre, ese espacio que incluye el mar y las rías hasta el punto al que llegue el agua y unos metros más adentro. Ese trocito de mundo es de dominio público porque, oficialmente, es de todos. El concepto es bonito, pero cuando aparece en el BOE es cuando se permite que lo aprovechen unos pocos. Las concesiones que permiten el uso del dominio público marítimo terrestre pueden otorgarse a otras administraciones públicas, como cuando dan el visto bueno a que un ayuntamiento levante un paseo marítimo o cree un centro de investigaciones marinas. O a empresas. En este último caso, se otorgan a cambio de un canon, esto es, de un pago anual que se calcula según el tamaño ocupado, los beneficios que puede obtener o el valor de edificios o construcciones similares.


      Uso y abuso


      Lo más habitual es que se aprueben para permitir que las empresas tengan almacenes o zonas de carga cercanos al mar, o para navieras o el uso de espacios portuarios. Pero también son concesiones de dominio público los chiringuitos de playa. De hecho, una de las medidas que tomó el Gobierno durante la crisis sanitaria es permitir que los dueños de esos chiringuitos no pagaran el canon si no podían abrir por culpa de las restricciones, o pagaran menos según el recorte impuesto en su aforo. Esto es, como arrendadores del dominio público, ese cachico concreto de playa, el Estado les concedió una quita o un descuento en el alquiler. •


      Aparece 36.571 veces en los últimos diez años.
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      Ejecución del presupuesto


      


      Es la chicha. Los presupuestos —también los Generales del Estado, esos PGE que mola intentar pronunciar con carica de asco— son solo un plan, una previsión. Se debaten durante semanas, acaparan portadas, sesudas (no) tertulias, debate y votación en las Cortes y grandes titulares. Grandes titulares que, en muchos casos, acaban siendo mentira. Pero da un poco igual y ahí se quedan.


      La ejecución es lo real, lo que se acaba gastando y en qué. Lo que queda de los buenos propósitos de año nuevo cuando haces balance 365 días después. Cada mes se publica —tanto en la página de Hacienda como en el BOE— cómo va la cosa en términos muy generales, sin entrar en mucho detalle de en qué líneas específicas se ha despendolado la cosa o, al contrario, están incumpliendo lo prometido. Pero a eso, a la ejecución, aunque sea lo real, la respuesta a la pregunta de en qué se gasta el dinero público, se le hace muchísimo menos caso.


      Uso y abuso


      El presupuesto puede desviarse del camino planificado por gastos inesperados, como una pandemia mundial, claro. De hecho, en 2020, el desvío era enorme, y a la vez comprensible, en algunos departamentos. El gasto del Estado en Sanidad se dobló, de poco mas de 2.000 millones a casi 5.000; pero no se asusten si les parece poco, porque las competencias están transferidas y la chicha de la sanidad la pagan las comunidades autónomas. La línea del presupuesto que pegó el mayor subidón fue la de Trabajo y Seguridad Social, que sumó 40.000 millones en modificaciones a los 27.600 iniciales, ERTE, Ingreso Mínimo Vital y otras nuevas ayudas mediante.


      Pero la historia de la ejecución presupuestaria muestra que, aun sin sorpresas ni pandemias mundiales, hay un modus operandi que se repite, gobierne quien gobierne: Defensa siempre sube (y mucho) y en otras partidas vinculadas con la ciencia no acaban de gastar todo lo que se les había asignado. Que ya es casualidad. El engorde de Defensa no es algo puntual. En 2019 la ejecución elevó el presupuesto inicial 993 millones extra, pasando de 8.737 a 9.730. Que no es moco de pavo. En años anteriores, esa inyección sobre la marcha fue de 1.003 millones (2018), 1.349 (2017), 1.395 (2016) o 2.334 (2015). Y así desde casi el inicio de los tiempos. Da igual quien esté en La Moncloa.


      Da la sensación de que vende menos gastar en esa partida y se acaba haciendo bajo manga cuando nadie mira. La justificación oficial pasa por culpar a la compra de armamento especial —que se suele ir pagando a plazos durante años, así que esa excusa no tiene mucho sentido— o a las intervenciones militares en otros países. Estas últimas sí son algo imprevisibles, claro, que vete a saber dónde va a explotar un conflicto. Pero, visto lo visto en todos los años anteriores, igual no sería muy loco dejar un apartado en los presupuestos por lo que pueda pasar. Porque siempre pasa. Así, esas excusas no justifican la falta de previsión, reiterada, siempre en el mismo ministerio y siempre en el mismo sentido. Y a lo grande, rondando o superando con mucho los mil millones de euros cada año.


      Y todo esto es importante. Primero, porque si se ignora acabamos creyéndonos mentiras. En 2012, en plena crisis y con amputaciones en cada línea del presupuesto, se vendió —y la prensa lo compró, que lo tituló en grande— que ese año se recortaba el gasto en Defensa (busquen esos titulares, ahí siguen, perennes). Se recortaba menos que en otras áreas, pero se recortaba. Y todos contentos. Las cuentas públicas del departamento pasaron de 7.156 millones en 2011 a 6.316. Pero, y siempre hay un pero aquí, cuando acabó el año la realidad desmentía esa película: en realidad se pasó de 8.301 millones gastados el año anterior a más de 9.000 en ese 2012. La ejecución final subió mientras el resto de las partidas se apretaban el cinturón bajo el mantra de la austeridad.


      Segundo, porque esto no es solo un juego de trileros para engañar a la opinión pública, sino una finta a los trámites democráticos. La Ley de Presupuestos Generales del Estado se debate y se aprueba en las Cortes. Eso significa que el proyecto que presenta el Gobierno de turno puede modificarse —vía enmiendas— o incluso tumbarse. Y necesita mayoría para salir adelante. En cambio, la ejecución sobre la marcha la va apañando el Gobierno sin necesitar consultar al resto de los grupos parlamentarios. •


      Aparece 1.788 veces en los últimos diez años.
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      Emergencia


      Vuelve a Licitación


      


      Tipo de tramitación que permite saltarse todas las reglas y tiempos de la contratación pública para dar un contrato a dedo, sin anunciarlo antes y en un pimpán. Es tan excepcional que incluso permite que se ponga en marcha el servicio, arranque la obra o se envíen los suministros sin ni siquiera haber firmado un papel. Eso sí, una vez puesto en marcha, es obligatorio arreglar el papeleo y publicar, al menos, los datos mínimos: a quién se le paga qué para hacer qué y por qué es de emergencia, qué lo justifica. Aunque en demasiadas ocasiones todo esto no se publica, o se publica tarde, o faltan datos.


      Tienen que pasar por el Consejo de Ministros si quien contrata es un organismo estatal. Y ejecutarlo, o sea, ponerlo en marcha, como máximo un mes después de que se firme, porque si no, ¿para qué tanta emergencia? Solo se permite en caso de «acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional».


      Uso y abuso


      La gran mayoría de los contratos de emergencia firmados durante 2020 tenían que ver con el coronavirus (compra de mascarillas, guantes, trajes, mamparas, test, ordenadores para el teletrabajo…). Lo más habitual, en tiempos prepandémicos, es encontrar contratos de emergencia para arreglar destrozos de forma inmediata, como brechas en carreteras o tuberías que revientan en un edificio público. En esos casos, tanto «catástrofe» como «grave peligro» nos valen. Todo encaja. Pero, claro, también hay abusos.


      Entre mascarilla y mascarilla, durante 2020 se adjudicaron vía emergencia, saltándose todas las reglas, desde camellos para la cabalgata de Reyes hasta la concesión de televisiones públicas, pasando por la gestión de una piscina municipal y pistolas táser para la policía, entre otros. En la mayoría de esos casos, la excusa es, aunque redactada de forma más rimbombante, claro: «Es que no me ha dado tiempo». Pero que vayas con prisas o hayas planificado mal no está en la lista de situaciones en las que la ley permite el uso de este procedimiento, el más rápido y con menos controles de la contratación pública. •


      Aparece 27.536 veces en los últimos diez años.
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      Entrada en vigor


      Vuelve a Anexo / Decreto ley / Independiente


      


      La fecha en la que una norma empieza a ser efectiva, recogida en los últimos coletazos del texto, en la última disposición final. Como regla general, suele ser un día después de su publicación en el BOE, para que al menos dé algo de tiempo a leerse qué te afecta antes de que, efectivamente, te afecte. Pero a veces los gobiernos rompen el espacio tiempo y publican normas que entran en vigor el mismo día de su publicación en el boletín. Teniendo en cuenta que se suele publicar a las siete y media de la mañana, desde la medianoche hasta ese momento se da una paradoja loquísima: nos regimos por unas reglas que no existen.


      Pero hay veces en que el margen es mucho mayor, hay un periodo de carencia, un tiempito para que la norma sea efectiva y haya que empezar a cumplirla. Este plazo se alarga como un chicle de los buenos cuando son las empresas las que tienen que adaptarse a nuevas reglas (léase implantar planes de igualdad o la obligación de fichar a la entrada y a la salida del trabajo). Ya es casualidad.


      Uso y abuso


      Que algo se anuncie no significa que esté en marcha (las palabras se las lleva el viento y si escribes su nombre en la arena, colega, pues aunque no lo borres tampoco habría durado mucho). Pero que algo se publique en el BOE tampoco es garantía si no nos fijamos en ese toque final de la entrada en vigor. Hasta entonces, no vale nada. Y eso, a veces, confunde. Tanto, que puede afectar a las contracciones de una embarazada. El 1 de marzo de 2019 el Gobierno de Pedro Sánchez anunció que habían aprobado una ampliación del permiso de paternidad, y en ese mismo año ya pasaba de cinco a ocho semanas (luego siguió creciendo hasta las 16). Pero ¿cuándo de 2019? Porque ya estábamos en marzo. El decreto ley que lo regulaba tardó siete días en llegar al BOE —lo habitual es que llegue al día siguiente— y, cuando lo hizo, vino con regalito: la entrada en vigor se retrasaba hasta el 1 de abril. Y esto, que parece un mejunje de números y palabrejas, es mucho más que eso: los padres que tuvieron niños durante el mes de marzo, entre el anuncio y su entrada en vigor, se quedaron sin ampliación. Y con enfado. El enfado sí que se lo quedaron enteretico. •


      Aparece 55.513 veces en los últimos diez años.
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      Escrutinio


      Vuelve a Gastos originados por actividades electorales


      


      Conteo de votos complejo y largo que continúa mucho más allá de la noche electoral y tras los aplausos y vítores a los balcones. Los datos de esa noche, de hecho, son solo resultados provisionales. Los definitivos llegarán más tarde y aparecerán, ya oficiales del todo, en el BOE (excepto en las elecciones autonómicas, que van a sus boletines).


      Así va la cosa: el presidente de la mesa arranca la jornada electoral invocando a la diosa democracia con estas palabras: «Empieza la votación». Y nada de ponerse creativo, ojo, que está así en la ley y tiene que ser literal. «Dale candela» no funciona, por ejemplo. Una vez llega el fin de fiesta se añaden a la urna los votos por correo y votan los miembros de la mesa. Y es ahí donde arranca el escrutinio. Sobre a sobre, recitando cada resultado en alto que ríete tú de Eurovisión y, si hay dudas, se mira qué. Una vez hecho el recuento, el acta con los resultados se cuelga en la puerta, como en el salvaje oeste. Y se comunican los datos que darán forma a los resultados provisionales, los que colorean los gráficos tridimensionales de la tele. Esa parte es la que, en lo técnico, recoger y transmitir datos, hace Indra o, en los últimos años, a veces, su nuevo competidor, Scytl. Pero —mensaje para conspiranoicos, sí— aunque les diera por liarla e inventarse cifras o manipular resultados, la mentira tendría las patas cortisísimas.


      Porque el proceso no acaba aquí. Los resultados van a tres sobres, cerrados y firmados justo encima del cierre (si alguien los abre antes de tiempo, canta como una almeja). Dos van a un juez, que envía uno de ellos a la junta responsable y guarda el otro; el tercero se envía directamente por correo a la misma junta. El plan es que la única forma de liarla sea montar una conspiración en la que participen todos los miembros de la junta, los señores de Correos, el juez, todos los miembros de la mesa y hasta los interventores de los partidos. Si se ponen todos de acuerdo para algo así, ojo, tiene mérito.


      Uso y abuso


      Que el proceso sea tan puntilloso hace que los resultados definitivos tarden unos días. El 30 de septiembre de 2019 acabó el goteo de los resultados oficiales en el boletín con los datos de Zaragoza, Ceuta y Melilla, casi cuatro meses después de las elecciones locales de finales de mayo de ese año. •


      Aparece 1.426 veces en los últimos diez años.
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      Estado de alarma


      Vuelve a BOE extraordinario / Consejo de Ministros / Disposición adicional / Ocupaciones de difícil cobertura / Rango / Recurso de inconstitucionalidad


      


      Uno de los tres niveles excepcionales en los que se puede entrar cuando, en situaciones muy graves, los poderes de las leyes ordinarias no son suficientes para controlar la situación. La ley que lo regula habla de catástrofes, calamidades y desgracias, como terremotos, inundaciones, incendios, desabastecimiento de bienes básicos o, claro, epidemias. El estado de alarma permite limitar la circulación, requisas, intervenir fábricas o limitar el consumo de algunos alimentos. Lo aprueba el Gobierno por 15 días y solo se puede prorrogar con el aval del Congreso, ya por el tiempo que se quiera.


      No confundir con los niveles superiores de DEFCON, que necesitan el OK del Congreso para arrancar: el estado de excepción, para cuando se ponga en peligro el orden público, los derechos, el funcionamiento de las instituciones o los servicios esenciales, que permite registros domiciliarios, intervenir comunicaciones, secuestrar medios de comunicación, prohibir manifestaciones o detener a personas por sospecha de que tengan intención de alterar el orden público y, si lo decide el juez, dejarles en prisión provisional. Y el nivel más alto de alerta, el estado de sitio, en casos de insurrección, ataques a la soberanía o al territorio, que pone el poder en manos de los militares y se carga buena parte de los derechos de los detenidos.


      Uso y abuso


      El estado de alarma se ha usado, en democracia, en dos casos: para que los militares tomaran el control en la huelga de controladores de las Navidades de finales de 2010, que duró casi mes y medio; y en varias rondas durante la crisis sanitaria del coronavirus. Para encontrar un estado de excepción toca irse a la dictadura franquista. •


      Aparece 3.946 veces en los últimos diez años.


      

        [image: ]

      


    


    

      Excepcional interés público


      


      Dícese del acontecimiento que, al ser declarado así, goza de privilegios fiscales. Eso significa que las aportaciones que realizan empresas o particulares a su celebración tienen deducciones en impuesto de sociedades, renta, impuesto de actividades económicas o tasas locales. O, lo que es lo mismo, que quienes ponen pasta para estos eventos luego pagan menos impuestos.


      Qué es un acontecimiento de excepcional interés público se decide en una norma con rango de ley (esto es, que se tiene que aprobar en el Congreso) y suelen aparecer listados de varios acontecimientos declarados así en la de Presupuestos Generales del Estado. Pero, si el Gobierno quiere otorgarle a algún evento ese caché más tarde o, como pasó con las cuentas eternas de Montoro de 2018, no tiene una ley de presupuestos a mano, a veces lo cuela en un decreto ley sobre otras materias, como hizo el Ejecutivo de Sánchez en 2020 cuando incluyó que el Gran Premio de España de Fórmula 1 fuera acontecimiento de excepcional interés público en uno de los muchos decretos leyes que se aprobaron en los primeros meses de la crisis sanitaria, agazapado entre medidas económicas y sociales.


      Uso y abuso


      Son acontecimientos de excepcional interés público cosas que no sabías que existían como el Bádminton World Tour o el Barcelona Equestrian Challenge, actos culturales como el Centenario Delibes y pareados como «Ceuta y La Legión, 100 años de unión». También asuntos religiosos como la Conmemoración del Centenario de la Coronación de Nuestra Señora del Rocío, que supongo que es como celebrar dentro de un siglo que el exministro Jorge Fernández Díaz le dio una medalla a la virgen; o el traslado de esa misma virgen, muy popular en la Ley de Presupuestos de 2018, desde la Aldea al pueblo de Almonte. Esta figura se usa, y mucho, para atraer inversión internacional a eventacos como la Barcelona Mobile World Capital. •


      Aparece 1.065 veces en los últimos diez años.
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      Expresidentes del Gobierno


      Vuelve a Medalla / Pensión indemnizatoria / Personal eventual


      


      Señores que ya no son presidentes pero a los que les siguen tratando como si lo fueran en algunos aspectos. Y no, no nos referimos solo al caso que se les hace cada vez que abren la boca. Los expresidentes siguen cobrando durante dos años una versión light de su sueldo en forma de indemnización. Y eso llega un día que se acaba, claro. Pero hay otras cosas que quedan para toda la vida, y no estamos hablando de dónde les coloquen, por protocolo, cuando acuden a un acto oficial, sino de cosillas más terrenales: tienen dos personas trabajando para ellos que pueden elegir a dedo pero que paga el Gobierno. Además, siguen con coche oficial (con sus conductores incluidos, claro) y la seguridad que el Ministerio del Interior considere que necesitan. Si fallecen, el coche oficial y los seguratas van a su pareja. Pueden, si quieren, ser miembros del Consejo de Estado solo por el mero hecho de ser expresidentes, y también de por vida. Con sueldo, claro. Eso sí, la mayoría pasa, porque eso sí es incompatible con trabajar para empresas —¿quién dijo eléctricas?— o cobrar otros sueldos.


      Pero el beneficio más importante, también de por vida, es que reciben una especie de paga para sus gastos: alquiler, costes de oficina y «atenciones de carácter social», que es una manera fina de decir que les pagamos los canapés y las tournées.


      Uso y abuso


      Son los Presupuestos Generales del Estado de cada año los que marcan la cuantía de esa paga. En los de 2021 la dotación total subió de forma oficial (los dos años anteriores los presupuestos estaban prorrogados), porque Rajoy se sumó a Aznar, González y Zapatero. Así, pasó de 224.000 euros a 298.000 a repartir entre los cuatro. •


      Aparece 25 veces en los últimos diez años.
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      Extravío


      


      Cuando el BOE se pone en modo tablón de anuncios —a lo grande y con rango legal, pero tablón de anuncios— también da cuenta de los extravíos, las pérdidas. Aunque no en general, claro. Porque solo si lo leyera todo el mundo sería útil para encontrar al pobre Thor, el perro que se ha perdido en Alcalá de Henares y necesita su medicación.


      Los anuncios de extravíos más habituales son los de los títulos universitarios. Si lo pierdes o te lo roban no basta con pedir un duplicado a tu universidad. Tienes que contarle a todo cristo en el BOE lo que ha pasado. Que sea público y notorio: eres un desastre. Que lo sepa todo el mundo. Si en 30 días nadie dice nada —ojalá una señora se encuentre una licenciatura en la calle, la guarde, y días después lea en el BOE que justo esa es la que se ha perdido y flipe pepinos—, ya puedes pedir que te hagan un duplicado del título.


      Uso y abuso


      Los anuncios de pérdida de títulos universitarios son ingrediente de a diario en el boletín. Hay mucho universitario despistado. Pero no solo eso, claro. Hay muchos porque publicarlo es un paso obligatorio. También pagar la tasa por hacerlo, que va a 13,192521 euros la línea de texto. A ver si te crees que cualquiera puede publicar en el boletín, gratis, cualquier memez que se le ocurra. Pero ¿por qué hay que avisar de que lo has perdido antes de que hagan un duplicado de tu título? Vete a saber si hay alguien con tu mismo nombre fardando de doctorado. O igual se venden en un mercado negro de títulos oficiales destinado a políticos a los que les han pillado inflando currículum. •


      Aparece 44.128 veces en los últimos diez años.
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      Fundación


      Vuelve a Patronato / Subvención / Utilidad pública


      


      Organización sin ánimo de lucro que tiene que registrarse de forma oficial para poder, primero, usar ese nombre (las hay que se llaman así sin serlo, ojo) y, segundo, acceder a beneficios fiscales. Para poder serlo es necesario que sus fines sean de interés general. ¿Y eso qué significa? Que lo que hagan beneficie a un grupo de gente considerable y no al colega del que la monta. Y que estén centradas en defender los derechos humanos, ayudar a las personas en riesgo de exclusión, avanzar en la investigación científica, fomentar el deporte o defender el medio ambiente, entre otras, causas todas ellas muy nobles.


      Uso y abuso


      Pese a la mala fama creada por algunos trapicheos, en realidad la gran mayoría de las fundaciones trabajan por el interés general. Y esto no lo digo porque trabaje en una. Pero a veces se cuelan algunas ovejas descarriadas, como la Fundación Francisco Franco. ¿Cuál es el fin de interés general que persigue? No parece que encajan en, y cito la ley, «promoción de los valores constitucionales y defensa de los principios democráticos, de fomento de la tolerancia». Pero el problema es que el proceso burocrático de inscribir a una entidad como fundación y mantenerla en esa categoría está más centrado en comprobar que cumplen con el papeleo pertinente, que no es poco, que en analizar de verdad la chicha: si lo que hacen nos beneficia a todos.


      Un ejemplo claro de interés propio camuflado en drama común a solucionar es el de la que se creó para educar a la población ante los riesgos originados por tormentas eléctricas y rayos. Bajo el rimbombante nombre de Fundación Save at Lightning Worldwide Organization se esconde una empresa que vende justo eso, detectores de tormentas eléctricas. Otras veces las fundaciones sirven para un interés incluso menos noble: el ego. Así pasa con la Fundación Felipe González, presidida por él, con su nombre y destinada a ensalzar su figura. La tríada del amor propio. •


      Aparece 75.373 veces en los últimos diez años.
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      Fundaciones vinculadas con partidos políticos


      Vuelve a Alto cargo


      


      El brazo intelectual o, según como se mire, el brazo recaudador de los partidos políticos. Las fundaciones vinculadas a formaciones que tengan asiento en el Congreso pueden, además de presentarse a las subvenciones destinadas al resto de las entidades sin ánimo de lucro, porque se supone que también lo son, optar a las ayudas creadas en exclusiva para ellas. Son dos: las que les da el Ministerio de Cultura por existir y realizar «actividades de estudio y desarrollo del pensamiento político y social», en general, y las que reparte Cooperación Internacional, dentro de Exteriores, para «formación, consolidación y difusión del sistema democrático» en países en desarrollo. Para exportar la democracia, vamos. Ambas se reparten teniendo en cuenta el número de escaños, a veces combinado con una valoración de sus proyectos, así que las de partidos grandes se llevan más.


      Uso y abuso


      Las cuantías a repartir de estas dos líneas de ayudas han ido bajando, y mucho, en los últimos años. Las de Cultura eran de cinco millones en 2011 y fueron menguando hasta quedarse en 350.000 euros en 2021. Las de Exteriores pasaron de los 2,2 millones en 2011 a los 700.000 actuales. Eso sí, se mantuvieron en 900.000 euros, lloviera o tronara, entre 2012 y 2020.


      En los últimos años, las fundaciones vinculadas a los dos principales partidos, PP y PSOE, han ido cambiando. Ya sea por escándalos o por querer alejarse de ciertos postulados, según el caso. Así, la histórica FAES, aunque sigue viva y dando la turra, ya no está vinculada al PP. Pasó a ocupar ese puesto Humanismo y Democracia, que desde 2018 se llama Concordia y Libertad, que suena mucho más casadista. Ideas, por su parte, dio paso a la Fundación Pablo Iglesias como fundación vinculada al PSOE.


      Las fundaciones tienen menos controles y límites a la hora de recibir donaciones de empresas que los propios partidos, incluso de aquellas con contratos en marcha con administraciones públicas del mismo color. Así que pueden ser la puerta de atrás para recibir generosos paquetes que, si se entregan en la puerta principal, quedan feos o son, directamente, ilegales. •


      Aparece 18 veces en los últimos diez años.
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      Gaceta


      


      El BOE antes de llamarse Boletín Oficial del Estado. Primero con z y luego ya con c, es el nombre que ha tenido el boletín oficial durante la mayor parte de nuestra historia.


      Uso y abuso


      Las primeras gazetas eran periódicos que recogían noticias del mundo y no fue hasta 1836 que se convirtieron en el tablón de edictos oficial que es el boletín ahora, ya bajo el nombre, la mayor parte del tiempo, de Gaceta, con c, de Madrid. En 1936, en plena Guerra Civil, el Gobierno cambió el nombre por Gaceta de la República. En paralelo, poco antes, los militares protagonistas del levantamiento vistieron su Gobierno paralelo ilegal imprimiendo desde Burgos el Boletín Oficial de la Junta de Defensa Nacional de España, que duró de julio a octubre de ese primer año de guerra e incluyó el nombramiento de Franco como jefe de Estado. De un Estado que no existía, claro. El 2 de octubre, el bando franquista le cambió el nombre por Boletín Oficial del Estado.


      Durante la guerra, así, había dos diarios oficiales: la Gaceta y el Boletín. Al finalizar, los vencedores impusieron, también, su denominación. El último número de la Gaceta de la República se imprimió el 28 de marzo del 39 (aunque en el 45 en México hubo Gaceta Oficial de la República Española del Gobierno en el exilio). Y el Boletín Oficial del Estado permanece a día de hoy. •


      Aparece 204 veces en los últimos diez años.
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      Gases licuados del petróleo envasados


      


      Bombona de butano (o propano). No confundir con los gases licuados del petróleo por canalización, que es el gas natural por tuberías, y cuyo precio también está regulado y va al BOE.


      Uso y abuso


      El precio de la bombona de butano se regula, vía resolución en el boletín, cada dos meses. Para hacerlo, tienen en cuenta el precio del petróleo, el tipo de cambio del dólar y otras variables internacionales, además del impuesto especial de hidrocarburos y el IVA. Pero, una vez hechos esos cálculos y pase lo que pase con el resultado, nunca puede subir o bajar más de un 5 % cada vez. Si lo hace, se guarda esa subida, o bajada, para la siguiente ronda. En los últimos años, el precio más alto se dio en enero de 2015, a 17,50 euros cada una; y tocó suelo en julio de 2016, cuando estaban a poco más de 11. No es casualidad. La tendencia es que baje en verano, o justo después, y suba en invierno. Sí, cuando más se usan.


      Pero esas reglas no afectan a todas las bombonas de butano que compramos. La norma dicta que tendrán precio regulado solo aquellas que lleven entre ocho y veinte kilos de gas y que vacías pesen menos de nueve. Eso significa que, en realidad, ese precio regulado solo afecta a las bombonas tradicionales, las naranjas que pesan un huevo y medio, las de los mitos eróticos más kitsch y que hacen clinclín cuando el repartidor las golpea con una barra metálica para anunciar que ha llegado al barrio. Las otras, las modernas, bonitas, ligeras y con colorinchis y logos de diseño, no están reguladas. Y son bastante más caras, claro, porque no tienen límite legal. Por eso son las que te van a intentar vender siempre, ojo ahí. Aunque en realidad tengan menos butano dentro. •


      Aparece 372 veces en los últimos diez años.
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      Gastos de funcionamiento ordinario


      


      Subvenciones que se dan a los partidos para que paguen sus gastos. Las hay estatales, que son las que salen en el BOE, y también en algunas comunidades autónomas. Como todas las ayudas que se dan a los partidos, dependen de su peso parlamentario (a más escaños, más pasta).


      Uso y abuso


      El presupuesto de 2021 incluía casi 53 millones para esos gastos de funcionamiento y poco menos de tres millones para los de seguridad, la otra ayuda que reciben. Se reparten trimestralmente tras hacer el cálculo de lo que le toca a cada uno, sin sorpresas ni conspiraciones. Son uno de los puntales que permiten subsistir a los partidos políticos, junto a las subvenciones electorales y a las que pagan los parlamentos (locales, autonómicos y estatales) a los grupos, que se supone que son para el funcionamiento de esos grupos pero acaban, en demasiadas ocasiones, en manos del partido madre, que parte y reparte.


      De hecho, la mayoría del dinero con el que se mantienen los partidos (alrededor de un 75 %) es público. También en aquellas formaciones plagaditas de señores que creen que lo mejor es que dirija el país el presidente de Mercadona y que lo público se quede en nada y no moleste. La parte privada viene de afiliados y donaciones, que no pueden ser anónimas (aunque no son públicas), tienen un tope anual y no pueden llegar de empresas con contrato en vigor con una administración pública gobernada por el partido en cuestión. Si se da el sobre antes y se contrata después, todo bien. Y luego están las ayudas de los bancos, claro. Hasta la reforma de 2015, los bancos podían perdonar un máximo de 100.000 euros al año a cada formación. O sea, que podían. Desde entonces, no pueden ni perdonarles ni darles mejores condiciones que las de mercado. Solo faltaba. •


      Aparece 125 veces en los últimos diez años.
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      Gastos originados por actividades electorales


      


      Las campañas electorales están subvencionadas. Y eso está bien (con pequeños matices, como que los partidos más grandes pueden recibir mayores adelantos, por ejemplo). Está bien porque se puede presentar en condiciones también quien no sea un Trump o no tenga un Trump a mano al que deberle favores una vez elegido. Y esas ayudas dependen de dos cosas: la primera, los resultados —se lleva más quién saque más votos y escaños—; la segunda, el gasto en campaña. Así, el escrutinio no solo llena de coloricos los arcos parlamentarios, sino que suma euros. Y fija una cantidad por partido que es el máximo que podrán recibir para compensar sus gastos originados por actividades electorales. Es el tope porque solo se cobra lo que se ha gastado y se puede justificar y cumple las reglas electorales —y no, no entran los bocatas, como no se cansa de repetir el Tribunal de Cuentas.


      Eso significa que las encuestas no solo permiten hacerse una idea de cómo va a ir la cosa, aunque a veces fallen más que una escopeta de feria, sino que también sirven a los partidos para ayudarles a decidir cuánto apuestan, esto es, dependiendo de cómo crean que les va a ir, auguran que podrán recibir más o menos subvención. Si te vienes arriba de más y te pones espléndido, te queda una deuda fina; si te quedas corto, se te queda cara de tonto, pero ahorras unos eurillos a las arcas públicas.


      Uso y abuso


      En 2014, cuando se lanzaron a las elecciones europeas, y por mucho que Pablo Iglesias asegurara en los mítines que lo iban a petar, los cálculos internos de Podemos no eran tan optimistas. O no lo era su capacidad de conseguir pasta por adelantado para la campaña. En todo caso, gastaron poco más de 100.000 euros, que es lo que pudieron cobrar como subvenciones, cuando por resultados podrían haber cobrado millón y medio. Pero esto no es lo habitual. Lo habitual es pegarte una hostia electoral y, acto seguido, endeudarte y tener que hacer cosas como vender la sede. Así le pasó al PP en las elecciones catalanas de 2017, cuando se quedó sin poder cubrir unos 1,7 millones de lo gastado en campaña por culpa del batacazo electoral. O al PSOE en Andalucía en 2018, que perdió un millón con respecto a la ronda anterior. •


      Aparece 20 veces en los últimos diez años.
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      Hábiles


      Vuelve a Inhabilitación


      


      Días útiles, apañaos, en una administración pública concreta. Los que no lo sean, los inhábiles, ni siquiera te van a atender. Los días naturales son todos. Los días hábiles, por norma general, todos menos los festivos y fines de semana, aunque cada organismo puede declarar qué días inhabilita y algunos añaden las vacaciones de Semana Santa, Navidad o todo agosto o parte de ese mes.


      Cada una de ellas debe publicar en el boletín que le toque cuáles son sus días hábiles para que, si te toca presentar un documento, sepas cómo contar los días que te quedan en el calendario para que no se te pase el plazo. Si una norma no aclara a cuál de las dos maneras de contar se refiere, naturales o hábiles, la ley dice que tenemos que entender que son hábiles. Cuentan para, por ejemplo, calcular hasta cuándo tienes para presentar una solicitud o un recurso, o cualquier otro documento.


      Uso y abuso


      Antes de arrancar el año, el BOE recoge la lista de los días inhábiles para la Administración General del Estado en un documento oficial, tal y como hace con los días laborables. Esas dos resoluciones acaban siendo, aunque solo se publiquen una vez al año, de las más consultadas. Pero esos dos textos solo valen como norma general, luego algunos organismos por debajo se montan sus propios calendarios. En la administración de justicia, por ejemplo, y excepto para asuntos urgentes, agosto tampoco es hábil. En 2020, para recuperarse de los retrasos causados por el confinamiento —hasta ese momento la cosa funcionaba finísima y superrápido, ajá—, el Ministerio de Justicia habilitó agosto. No solucionó el atasco, pero jodió las vacaciones a todos los abogados de este país. •


      Aparece 68.502 veces en los últimos diez años.
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      Honorabilidad


      Vuelve a Alto cargo


      


      Requisito para acceder a determinados puestazos y que, según la norma en la que se use, como es un concepto subjetivo —y ya que estamos, viejuno, rollo duelo de espadas—, significa una cosa u otra. En el caso de los altos cargos, perder el honor significa que no puedes ser nombrado o, si ya lo estás, te cesan.


      Pero ¿qué significa exactamente honorabilidad en este caso? Dejas de ser honorable si te inhabilitan, durante lo que dure el castigo de cara a la pared. Si estás cumpliendo condena, por lo que sea, tampoco lo eres durante ese tiempo. Eso sí, si hablamos de rencillas del pasado, la cosa cambia: solo algunos delitos convierten los antecedentes penales en una pérdida del honor. Los condenados por malversación o prevaricación nunca recuperarán su honorabilidad, por ejemplo. Tampoco si el delito es de terrorismo. O sedición, atentados contra la autoridad, resistencia y desobediencia. Pero asesinatos, violaciones y otros delitos todo bien, una vez cumplida la condena recuperas tu honor. Borrón y cuenta nueva.


      Uso y abuso


      Lo de la honorabilidad también es requisito indispensable para ser alto cargo de la banca. Pero su significado cambió. Y lo hizo a medida. Hace unos años cualquier antecedente penal te impedía ejercer. No eras honorable. Y punto. El problemilla es que allá por 2010 el entonces consejero delegado del Banco Santander, Alfredo Sáenz, fue condenado. Una condena pequeñita por acusación y denuncia falsa de su época anterior en Banesto. Nada, pequeñeces, unas amenazas por aquí y unas extorsiones por allá para cobrar una deuda. Y, con la norma en la mano, esos antecedentes le quitaban la honorabilidad y Emilio Botín tenía que echarle. Y fíjate el disgusto. Total, que primero el Gobierno de Zapatero intentó borrar esos antecedentes vía indulto, pero no pudo (se le fue la mano, que esa figura es poderosa, pero no tanto). ¿Y entonces? El siguiente Gobierno, el de Rajoy, salió al rescate y cambió la ley para que los antecedentes penales ya no supongan pérdida de la honorabilidad automática para esos puestos. Y pasó el marrón al Banco de España, que tenía que decidir quién era honorable y quién no, así con el dedo mojado apuntando al cielo. Al final Sáenz se fue, pero sin que le echaran. Y sí, esto ya lo conté en Españopoly, pero es que aún me dura el enfado. •


      Aparece 683 veces en los últimos diez años.
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      Independiente


      Vuelve a Pensión indemnizatoria / Tribunal de Cuentas


      


      Adjetivo que se añade a las descripciones de algunos organismos públicos para aparentar que lo son. Que vayan un paso más allá y lo lleven incrustado en el nombre no tiene por qué significar, en absoluto, que lo sean. Para saber, de verdad, si un organismo es, o puede ser, independiente, toca comprobar que gestiona su propio dinero —¿tiene presupuesto propio?—, a quién tiene que rendir cuentas y quién le nombra —¿el Gobierno?, ¿el Congreso?— y si tiene poder o en realidad le van a tomar por el pito del sereno —¿puede sancionar?


      Uso y abuso


      Veamos, por ejemplo, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) y la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV). Ambas pueden sancionar —y estamos hablando de muchos ceros—, tienen presupuesto propio y, aunque a sus máximos representantes les nombra el Gobierno, necesitan una mayoría parlamentaria para tener el OK final. Pueden ser independientes (otra cosa es que el dirigente de turno se lo crea o no, claro). Y ninguna de esas dos entidades necesita llevar esta palabra en el nombre.


      Bajamos un escalón: el mismo sistema de nombramiento, combinando propuesta del Ejecutivo con luz verde del Congreso, se usa para elegir al presidente de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), con presupuesto propio pero, eso sí, sin capacidad de sancionar. Aunque lleve lo de la independencia en el logo.


      Bajamos otro escalón y nos encontramos con el paradigma del «dime de qué presumes y te diré que igual te has venido arriba un poquito». Es la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIRESCON). Creada para vigilar uno de los vórtices de la corrupción, a su presidenta la nombra el Gobierno —ahí el Congreso ni pincha ni corta—; tiene el rango más bajo que se le podía dar, de subdirector general; a tres años de entrada en vigor de la norma que la creó no tenía ni presupuesto propio; y no pueden sancionar. La teoría dice que son independientes, y su nombre también, pero el propio organismo se planteó como objetivo en su primer plan estratégico modificar la ley para conseguir una «independencia efectiva» y no de escaparate. •


      Aparece 20.201 veces en los últimos diez años.
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      Indulto


      Vuelve a Consejo de Ministros / Despacho ordinario / Honorabilidad / Rango / Razones de justicia y equidad / Real carta de sucesión


      


      Medida de gracia, en este caso ni divina ni real —aunque la acaba firmando el rey—, sino del Gobierno, que permite reducir una condena, cambiarla por otra más suavita o eliminarla del todo. No solo suena a viejuno, lo es: la ley que lo regula es de 1870, con apenas cambios desde entonces. El departamento del Ministerio que lo regula, la División de Derechos de Gracia y Otros Derechos, también gestiona otro tema muy de la I+D y la modernidad: los títulos nobiliarios.


      Uso y abuso


      La norma dicta que lo de perdonar condenas es algo excepcional, pero se ha usado de forma cotidiana por todos los gobiernos. Desde 1996 llevamos más de 10.000 y, antes de que la vergüenza pública consiguiera reducir, y mucho, esas cifras, se daban más de uno y medio al día. Pero en los últimos años se cortan más. En 2018 bajaron hasta 17, la cifra más baja. A partir de ahí volvió a subir un poquillo: fueron 40 en 2019 y 30 en 2020, pese a la crisis sanitaria y a que ese año no se repartieron los tradicionales perdones a las cofradías por Semana Santa, una cosa muy de Estado aconfesional. Entre ellos estaba el indulto a un hombre que, cuando era alcalde del PSOE, falsificó unos informes para que su madre ganara una rencilla vecinal y pudiera poner unas ventanas. Que vaya delito cutre, también te lo digo.


      Policías torturadores, políticos corruptos, amigos del partido y de la oposición… Ningún Ejecutivo, ni socialista ni popular, ha pasado por La Moncloa sin firmar al menos un indulto en el que las «razones de justicia y equidad» que cacarea cada decreto como coletilla vacía que acompaña al perdón pierda todo su sentido. Los indultos están mal siempre que estás en la oposición. Luego ya no tanto. •


      Aparece 2.030 veces en los últimos diez años.
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      Inhabilitación


      Vuelve a Honorabilidad


      


      Además de hacer que un día deje de ser hábil, es la parte de una condena que hace que una persona no pueda trabajar durante un tiempo en su profesión —por ejemplo, inhabilitación durante cinco años para trabajar en banca— o, si estamos hablando de funcionarios públicos, que pierda su plaza. No confundir con suspensión, que significa que alguien se queda sin trabajar un tiempito pero al volver sigue siendo funcionario.


      La inhabilitación trae consigo la pérdida de la condición de funcionario, dejas de serlo. La oposición que aprobó ya no vale, out. De hecho, hay cinco formas de dejar de ser funcionario: por renuncia, por pérdida de la nacionalidad, por jubilación, por sanciones administrativas o, de la que hablamos aquí, por condena e inhabilitación.


      Uso y abuso


      Desde 1996 hasta 2020, más de 500 funcionarios perdieron su plaza tras haber sido condenados e inhabilitados. Son unos 20 al año, muy pocos si lo ponemos en contexto: hay un millón y medio aproximadamente de empleados públicos. De ese millón y medio, la distribución entre hombres y mujeres está casi al 50 %. Pero la inmensa mayoría de los que nutren esta pequeña lista negra de condenados son hombres. Sus delitos más habituales no son como los del resto de la población, porque están muy vinculados al cargo de ocupan. El más habitual (uno de cada cinco) es la malversación. Le siguen la falsificación de documentos oficiales y aceptar sobornos. Y el cuerpo que más destaca en la lista (dos de cada cinco) son policías nacionales. ¿Por qué delitos? Sobre todo trapicheo de drogas y detenciones ilegales. •


      Aparece 7.334 veces en los últimos diez años.
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      Interés público


      Vuelve a Subvención


      


      La luz que debería guiar todas las políticas que se aprueban desde una administración pública. El objetivo final. Pero, como muchos otros conceptos clave de las normas, el interés público dependerá de los ojos de quien lo mire.


      Uso y abuso


      Suele usarse como agujero en el que colar las excepciones a las normas, una justificación subjetiva que da vía libre a saltarse las reglas generales. Si el objetivo es que sigan en marcha «actuaciones de interés público», se dan subvenciones directas, a dedo, aun cuando no haya presupuestos asignados para ellas ni estén aprobadas en ninguna ley. Si existen «razones de interés público» se pueden acortar los tiempos de los contratos de las administraciones a la mitad y tramitarlo urgente. Esas mismas razones permiten poner punto final a un contrato.


      Pero, a veces, incluso dentro de la rigidez de este lenguaje, las expresiones como esta tienen más de un significado legal. También son de interés público las líneas regulares de autobús y tren reguladas (esto es, subvencionadas, porque si no a veces ninguna empresa ofrecería esa ruta porque no le compensa). Por alguna extraña razón, si eso pasa con los aviones que van a las islas se le llama «servicio público». Un día alguien le puso un nombre u otro y la burocracia repetitiva hizo el resto. •


      Aparece 8.374 veces en los últimos diez años.
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      Jefatura del Estado


      


      Aunque la expresión se usa sobre todo como cabecera de las leyes, que firma el jefe del Estado, también aparece en la letra pequeña para desvelar que eso de que tenemos la monarquía más barata del mundo es mentira. Siempre que escuches o leas esa frase verás que utilizan una cifra, la de su presupuesto: esto es, la paga que se le da directamente al rey para sus sueldos, los de sus altos cargos y algún que otro gasto, pero que no incluye todo lo que cuesta —nos cuesta— la Casa Real. Es como si dijéramos que mantener a un hijo cuesta los 20 euros que le damos de paga los viernes. Cuidados y reparaciones de palacios y jardines, recepciones, funcionarios, Guardia Real y servicios de seguridad, coches oficiales… Todos estos gastos van a otras partidas y a cargo de diferentes ministerios, esparcidos en los Presupuestos Generales del Estado (PGE) y, a veces, escondidos del todo.


      Uso y abuso


      En los PGE de 2021, por ejemplo, la paga para la Casa Real es de algo más de 8,4 millones. Pero de ahí no sale el sueldo de todos los empleados públicos que trabajan para que funcione. Bajo el epígrafe Apoyo a la gestión administrativa de la Jefatura del Estado se van, en el mismo año, más de siete millones. Y sumando. La Guardia Real, encargada un poco de la vigilancia y mucho de figurar en el paripé protocolario, caballos incluidos, va a cargo de Defensa. No solo los militares vestidos de gala. El Ministerio paga hasta el heno que comen los caballos.


      Seguimos. Exteriores se hace cargo de buena parte de los gastos de viajes oficiales. Interior, de parte de la seguridad. Y Patrimonio Nacional asume el mantenimiento de los palacios y, además, cuenta con un programa concreto para hacerse cargo de los eventos y cenas de protocolo, Servicios a la Corona y actos de Estado. En 2012, por ejemplo, se presupuestaron casi 9,5 millones y acabaron gastando casi 12 en cenas de protocolo, actos de entrega de credenciales de embajadores y otros paripés, pese a que celebraron menos eventos de los programados. Y ¿por qué estamos hablando de un año tan lejano? Porque ese fue el último que Patrimonio Nacional desglosó el coste de sus programas. Y desde entonces, como pasa en la mayoría de los organismos públicos que acaban pagando la factura de la Casa Real, esas cantidades se diluyen en el total de su presupuesto. Y así no se ven. •


      Aparece 287 veces en los últimos diez años.
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      Libre designación


      Vuelve a Personal eventual


      


      Sistema de nombramiento a dedo pero solo entre funcionarios. Es un término medio entre el concurso o la oposición —por puntos, requisitos evaluables de forma estricta, en teoría, y públicos— y el nombramiento del personal eventual, que es a dedo puro entre cualquier persona del mundo entero, sean funcionarios o no, y sin ninguna exigencia mínima. En la libre designación los requisitos suelen ser pocos, como pertenecer a una categoría concreta de la administración, ser de un determinado cuerpo, y ya. Así, el responsable puede elegir de entre todos los que se presenten, si es que se presenta alguien más que el elegido de antemano, a su libre albedrío. En muy pocos casos, escasísimos, se exige algo más, como el idioma del país al que te destinan si el puesto es en el extranjero. A veces, ni aun con esas.


      Uso y abuso


      Aunque nada impide, nada, que se ascienda o se coloque en un puesto concreto a un funcionario por concurso (de hecho, a veces se hace y hasta sorprende), la libre designación es una vía cotidiana. El BOE publica los anuncios de los puestos que se van a cubrir por este método los días 1 y 15 de cada mes, lo que provoca que esos días las páginas vayan preñadas con cientos de convocatorias, desde elegir secretarios, asesores, interventores, jefes de sección y directores de museos, entre muchos otros puestos, hasta nombrar cargos en el Consejo de Seguridad Nuclear, que vale que tienen que ser del ramo (y menos mal), pero igual elegir al mejor más allá del criterio personal del responsable de turno nos ahorra algunos disgustos. •


      Aparece 27.264 veces en los últimos diez años.
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      Licitación


      Vuelve a Negociado


      


      Anuncio por el que una administración pública cuenta que necesita algo —una obra, comprar unas cosillas o que le hagan un trabajo concreto— y pone las condiciones para presentarse y para ganar. No en todos los tipos de contratos hay anuncio de licitación. Por ejemplo, no suele haber en los contratos menores y no los hay en los de emergencia ni en los negociados sin publicidad. Además de los detalles de qué se pide y cómo (la letra pequeña suele estar en los pliegos, los documentos que detallan la chicha), incluye el importe de licitación, que es el presupuesto máximo para gastar en ese contrato (sin contar posibles prórrogas) y sobre el que las empresas que participen pueden presentar rebajas.


      Uso y abuso


      Antes de decidir qué importe de licitación se marca es importante, ojo a la perogrullada, valorar un poco cuánto puede costar la cosa. Y es importante, entre otras muchas cosas, porque si pones un precio muy alto haces el panoli y vas a acabar pagando más de lo que toca y, si te quedas corto, no se va a presentar ni el Tato. ¿A que parece obvio? Pues se ve que no lo es tanto. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), en uno de sus últimos informes sobre contratación, afirmó que en los procesos en los que se decide ese precio tope hay «deficiente transparencia y escasa relación con los precios efectivos de mercado». ¿Que no te crees a la CNMC? Pues vale, entonces vamos con una prueba irrefutable: esos miles de contratos diarios en los que el precio de licitación es una cifra redonda, lustrosa, con muchos ceros. Porque lo han calculado con mucho mimo y da la puñetera casualidad de que, tras esas complejas operaciones matemáticas, siempre les salen cifras redondas. El ojímetro. •


      Aparece 441.765 veces en los últimos diez años.
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      Medalla


      Vuelve a Anexo / Boletín Oficial de Defensa / Despacho ordinario / Excepcional interés público


      


      Distintivo que los distintos gobiernos otorgan a personas o instituciones y que, en la mayoría de los casos, no tiene más peso que su masa real y la fanfarria que lo acompaña. Su forma material puede ser literal, medallas de oro, plata y bronce, pero también cruces, plaquitas, corbatas o hasta collares. Destacan el mérito en cosas, desde las bellas artes, el deporte, el trabajo o la investigación hasta el mérito civil, naval, aeronáutico o militar. También las hay de renombre histórico, como las de Alfonso X el Sabio, Isabel la Católica o Carlos III. Suelen depender del ministro del ramo, pero para conceder las categorías más elevadas toca aprobarlo con el resto en el Consejo de Ministros.


      El BOE recoge las normas que detallan cómo son —ojo al detalle de las filigranas y los escuditos y laureles— y suele publicar cuándo se conceden. Pero no en todos los casos. Las únicas que tienen chicha real, aquellas que llevan aparejada una pensión vitalicia a sumar al sueldo —algunas del mérito policial, del mérito en la Guardia Civil, militares…—, no suelen salir en el BOE. Por eso no había registro público, por ejemplo, de las varias que se concedieron al torturador Billy el Niño. De hecho, esas suelen salir en el boletín de la policía nacional o en el BOD, el Boletín Oficial de Defensa, dos publicaciones a las que solo tienen acceso completo sus miembros. Por eso solo nos enteramos de que Jorge Fernández Díaz le dio una medalla a una virgen en 2014 gracias a que alguien lo contó.


      El resto de las medallas y condecoraciones van sin pensión anexa. Así, lo que suponen en la práctica es el colgante o plaquita en sí, que te llamen ilustrísimo o señor, según la categoría, y alguna otra memez protocolaria. Más allá de la ilusión, claro, si te hace ilusión, que cada cual tiene sus vicios.


      Uso y abuso


      Aunque en principio todas las medallas tienen reglas tasadas sobre quiénes son merecedores de tal distinción, los méritos son subjetivos. Todas ellas suelen incluir entre sus posibles beneficiarios a personas que hayan realizado una «especial aportación», se hayan destacado de forma «extraordinaria» o fórmulas similares que, claro, son muy distintas depende de quién las interprete. A ver quién dice que ser virgen y tener un niño no tiene mérito.


      Las condecoraciones de la Orden de Carlos III caen, por norma, a todos los exministros que dejan el cargo, entre otros. Las de Isabel la Católica reconocen a quienes han desempeñado una labor importante para España en las relaciones internacionales. Su categoría top es el collar, que solo se puede dar a presidentes o jefes de Estado y que tienen todos los expresidentes de Gobierno españoles y los presidentes de otros países cuando nos caen bien. Si además quieres cortejar a su ministro, un embajador u otro alto cargo, normalmente bajas un nivel y le colocas una gran cruz. Por eso estas condecoraciones quedan muy pintonas en los viajes oficiales, o las recepciones, y se suelen dar en bloque a los representantes del país que toque agasajar. Como quien lleva vino a una cena.


      Las de Alfonso X el Sabio están destinadas, en teoría, a quienes destacan por sus méritos en la educación, la ciencia, la cultura, la docencia o la investigación. Las concede Cultura. Y se suelen premiar mucho a sí mismos. Tras el cese de José Ignacio Wert como ministro en 2015, su sucesor, Ignacio Méndez de Vigo, premió a buena parte del equipo de su antecesor. Que os vais y no os renuevo, pero tomad vuestra medallita. Pero es que Wert ya había repartido esta condecoración también a quienes estuvieron antes en su puesto: dos ministras de Cultura de su partido, el PP, Esperanza Aguirre y Pilar del Castillo; pero también a Ángel Gabilondo, ministro socialista. Y, ya que estaba, premió a la Orden de la Compañía de María, los marianistas, los religiosos que le educaron en el Colegio Santa María del Pilar de Madrid.


      Una de las más populares, la del mérito en el trabajo, lo mismo reconoce a María Teresa Campos que al presidente de Mercadona que a Pau Gasol (que le podrían haber dado la del mérito en el deporte, sí, pero con esa Rajoy podía ponerle la medalla de oro y salir en el Marca). Por méritos, hay hasta medalla al mérito del Plan Nacional sobre Drogas, destinada a personas y organizaciones que luchan contra los efectos abusivos de todo tipo —lean bien— todo tipo de drogas. Pues bien, en 2016, el Ministerio de Sanidad decidió dar esta medalla a la FEBE. ¿Y eso qué es? La Federación Española de Bebidas Espirituosas, o sea, los fabricantes de licores. La patronal que agrupa a marcas como Bacardí, Codorníu, Osborne o Torres recibió esta distinción por «sus esfuerzos para evitar el consumo abusivo de bebidas alcohólicas promoviendo el consumo responsable y luchando contra la permisividad hacia el consumo en menores y otros colectivos de riesgo». Como premiar al camello por no pasar droga a menores. •


      Aparece 1.943 veces en los últimos diez años.
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      Negociado


      Vuelve a Desierto / Licitación


      


      Tipo de procedimiento para dar un contrato público más o menos a dedo: se elige a la empresa ganadora tras consultar y negociar condiciones con una o varias. De hecho, en principio tienen que ser un mínimo de tres, pero siempre que se pueda. Y eso, ¿qué significa? Pues que a veces se puede justificar, o al menos intentarlo, que solo hay una o dos capaces de hacer o vender lo que se necesita. Hay dos tipos de negociados, con y sin publicidad. Y se refieren a que se anuncie o no una parte del proceso, la licitación, esto es, que se publique a priori qué se quiere contratar. Que sea con publicidad tiene dos ventajas: otras empresas pueden pedir que se las invite a participar; y conocemos más información del contrato, porque se publica con más detalle qué se necesita y cómo.


      Se puede usar el negociado con publicidad cuando quien la administración que contrata no controla del tema y no tiene muy claro qué es lo que quiere, cómo debería ser o cuánto costaría y necesita consultarlo. También si después de haber convocado un concurso las ofertas que se presentaron eran chungas o no cumplían algún requisito. Si, en cambio, nadie se presentó al concurso, pueden optar por un negociado sin publicidad. También en el caso de que solo una compañía o persona pueda hacer el trabajo —por ejemplo, si hay propiedad intelectual o patentes de por medio—, en contratos secretos o reservados, si tienen mucha mucha prisa y no hay otra manera de llegar a tiempo o si cambiar de marca es un pifostio considerable y es mejor repetir con la misma.


      Uso y abuso


      Antes de la última reforma de la Ley de Contratos también se podía tirar de negociado en lugar de abrir un concurso, aunque no se cumplieran esas condiciones, simplemente con que el precio no se fuera de madre: por debajo de 100.000 euros en contratos de servicios y suministros y de un millón en obras. Se podía, pero no era obligatorio. Y lo normal debe ser, entonces y ahora, el concurso abierto. Pero se usaba de forma masiva. En 2017, por ejemplo, el 22 % de los contratos que adjudicaron los distintos ministerios eran negociados. En 2018 esa cifra fue muy inferior: poco más del 3 %. ¿De repente se decidió abusar menos? No, lo que pasa es que la reforma que ya no permite usarlo solo por estar por debajo de esos precios entró en vigor en marzo de ese año. •


      Aparece 33.831 veces en los últimos diez años.
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      No incremento de gastos


      


      Añadido que se suele incluir al final de muchas normas, sobre todo desde la crisis económica de 2008, para prometer que no se va a destinar dinero a poner en marcha lo aprobado. Sirve de pista para descubrir que la decisión no se toma muy en serio.


      Uso y abuso


      En los últimos años todos los gobernantes quieren tener esa frase entre sus normas, no sea que se les acuse de derrochar dinero público y no de algo mucho menos llamativo pero más serio, como aprobar medidas de chichinabo a bombo y platillo que no sirven para absolutamente nada. Un ejemplo: el 8 de marzo de 2021, aprovechando el Día de la Mujer, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana dio un paso firme hacia la igualdad. Ese día publicó en el boletín la creación de las bases de unos premios para reconocer actividades con perspectiva de género en su campo. O igual el paso no era tan firme, vete a saber, porque las ganadoras de los premios Matilde Ucelay solo se van a llevar un diploma, cuando hay decenas de galardones públicos con pasta de por medio. Una decisión sin incremento de gastos.


      Su uso es tan habitual y abusivo que a veces la contradicción es flagrante. Otro ejemplo: a principios de 2014 se creó la Unidad Especial de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales y a la Fiscalía General del Estado para la lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social. Suena bien, ¿eh? Con ese nombre tan largo y tan completivo estaba claro que la apuesta por frenar esa lacra era decidida. O no, porque la orden que lo regulaba era más clara aún: su creación y funcionamiento no supondrán incremento de gasto público. Vendrán los duendes de la contención del gasto y se encargarán de todo. •


      Aparece 1.274 veces en los últimos diez años.
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      Ocupaciones de difícil cobertura


      


      Lista de trabajos para los que se puede dar permiso inicial de residencia temporal y de trabajo a un extranjero sin limitaciones. Se entiende que porque es difícil cubrir esos puestos con españoles o porque son sectores que necesitan soltura para contratar. En las profesiones que no estén en la lista de ocupaciones de difícil cobertura la cosa se complica: se lleva la oferta de trabajo al Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE) y, solo si durante un tiempo ningún parado cumple las condiciones, incluso aunque le dieran una formación extra, se puede autorizar contratar en esas condiciones a un extranjero para ese caso concreto.


      Pero hay muchos matices a esa norma. De hecho, este veto a conceder autorización de residencia y trabajo si no están en la lista de ocupaciones de difícil cobertura no afecta a personas que lleguen de aquellos países con los que haya convenio firmado sobre este asunto, a refugiados, víctimas de violencia machista, residencias por reagrupamiento familiar, descendientes de españoles o quienes trabajen en renovar equipos o maquinaria.


      Uso y abuso


      La confecciona el SEPE cada trimestre y se publica en el boletín pero, desde hace siglos, es siempre igual. Por un lado están los trabajadores de los barcos: desde mozos de cubierta, cocineros y camareros a sobrecargos, pilotos o maquinistas navales. Por otro, deportistas profesionales y entrenadores. Los fichajes.


      Los temporeros no están en esa lista, claro. Y sus condiciones son muchísimo peores. Pero en pleno estado de alarma, cuando sufríamos por si habría desabastecimiento, se flexibilizaron las condiciones para prorrogar sus permisos de trabajo temporales y para contratar a jóvenes que solo tuvieran el de residencia. Porque nos hacían falta. No porque los derechos humanos de esas personas fueran prioridad. •


      Aparece 143 veces en los últimos diez años.
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      Oferta más ventajosa


      


      Coletilla genérica vacía de contenido para rellenar el expediente, del estilo de «concurren razones de justicia y equidad». Se usa en los contratos públicos para responder a la pregunta sobre cuáles son las ventajas de la oferta adjudicataria, esto es, por qué se ha elegido a una empresa y no a otra. Pero sin decir absolutamente nada, como cuando no quieren responder a un tema comprometido en una rueda de prensa. Que ya tendría que tener alguien mala uva para adjudicar un contrato a una oferta que no fuera la más ventajosa para la administración a sabiendas, esto es, prevaricar.


      No confundir con «la oferta económica más ventajosa», porque en ese caso sí sabemos que lo que se valoraba era el precio y que el que ganó lo hacía más barato. Algo es algo.


      Uso y abuso


      Es un clásico, una de las expresiones que dominan el copy paste y que llena páginas y páginas del BOE. Mucho más fácil de escribir que responder de verdad a la pregunta y explicar en ese apartado por qué se ha adjudicado el contrato a unos y no a otros, aunque sea de forma escueta. Clickbait del BOE. ¿Quieres saber por qué Construcciones Pepe se ha llevado ese contrato? Pues solo te diré que era la oferta más ventajosa. Si quieres saber más, haz click en páginas y páginas del perfil del contratante y, si tienes suerte (no siempre), rascando un poco y enfangándote en actas de adjudicación escaneadas y torcidas, puedes encontrar la información que aclara cómo se valoró cada oferta y cuál fue el resultado final. No sea que lo vayas a poder saber a la primera, sin preliminares ni nada. •


      Aparece 4.187 veces en los últimos diez años.
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      Paradero desconocido


      


      La administración no encuentra a alguien —o no lo ha buscado bien, que diría mi madre— y, o le avisa vía BOE, o avisa a otros de su desaparición, por si se lo cruzan o algo.


      Uso y abuso


      A veces quienes están en paradero desconocido lo están de verdad, es voluntario, porque huyen de la justicia. Pero muchas otras es solo la vía fácil para no volverte loco buscando direcciones, que qué pereza. Y les dan por avisados con publicarlo en el boletín, que es con lo que se desayuna todo el mundo, claro. Desde 2015, los mensajes a ciudadanos concretos tienen su propio apartado en el BOE, y las notificaciones desaparecen a los tres meses para evitar que si una vez te avisaron por una chorrada no cargues con el sambenito toda tu vida.


      El Tribunal Constitucional ha firmado decenas de sentencias en las que tumba procesos judiciales enteros porque la administración declaró a alguien en paradero desconocido —o sin domicilio conocido—, digámoslo así, muy rápido. Estamos hablando de casos en los que la persona estaba empadronada, o había avisado del cambio de domicilio, o incluso figuraba su dirección, clara y brillante, en multitud de documentación oficial. Es como cuando haces una llamada de esas que no quieres que te cojan porque, oye, tú al menos lo has intentado. Flojito, pero lo has intentado. Y claro, les acaban avisando vía BOE y no se enteran de que están en juicios. Y cuando se descubre el pastel acaban recurriendo al Constitucional —serán los menos quienes lo hagan, claro— y les dan la razón.


      A veces no te avisan a ti de que no te encuentran. A veces la cosa se vuelve como una novela triste de Corín Tellado. Y un juzgado anuncia en un BOE en 2012 que el marido de una señora de Cartagena está en paradero desconocido desde 2003 y que si alguien le ha visto, pues que avise, hombre, que está feo. •


      Aparece 884 veces en los últimos diez años.
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      Patrimonio Nacional


      Vuelve a Jefatura del Estado


      


      Los bienes que forman el Patrimonio Nacional son aquellos propiedad del Estado pero que forman parte de la herencia de la Corona española y tienen unas reglas específicas de protección. Bienes con peso histórico y/o monárquico. Hay de dos tipos: los que están a disposición de la familia real, para su uso y disfrute por la cara, y los que están abiertos al público, algunos en modo museo, o se conservan con fines culturales, científicos o educativos.


      Así, forman parte del Patrimonio Nacional El Pardo, el Palacio Real de Aranjuez, La Zarzuela, el Palacio de la Almudaina en Palma de Mallorca, San Lorenzo del Escorial y el Palacio Real de Oriente, entre otros, y todo lo que contienen: cuadros, lámparas, tapices…


      El Consejo de Administración del Patrimonio Nacional es la entidad pública encargada de gestionar, mantener y cuidar esos bienes. Así que buena parte de su presupuesto está destinado a apoyar a la Casa Real, desde organizar actos oficiales hasta mantener los jardines y palacios de La Zarzuela y otras de sus residencias.


      Uso y abuso


      Los bienes que forman parte del patrimonio nacional están especialmente protegidos. Así, no es lo mismo que algo esté dentro de Patrimonio Nacional a que sea Patrimonio del Estado (en este segundo caso: es su propiedad, y ya). Por eso, cuando se desenterró al dictador Francisco Franco del Valle de los Caídos para trasladarle a la cripta en la que estaba enterrada Carmen Polo en Mingorrubio, Patrimonio Nacional tuvo que ceder al Gobierno la titularidad de los derechos funerarios de ese panteón, en un decreto en el que admitía, tras décadas ahí en su listado de bienes, que tener derechos para enterrar muertos en un sitio no se ajustaba mucho a los fines culturales e históricos del organismo. Así, ya en manos del Estado y sin protección especial, podían cederlo o venderlo a la familia. Pasó de patrimonio nacional a patrimonio del Estado.


      Lo del legado no solo se refiere a los palacios de monarcas de otros siglos, sino también a que si el rey recibe un regalo por su cargo lo puede donar a Patrimonio Nacional. Eso no es bueno per se, porque la donación va acompañada con un marrón bajo el brazo: el mantenimiento. Eso significa que cada vez que salía a navegar el yate Fortuna, por mucho que fuera un regalo de los empresarios a Juan Carlos I, nos costó una pasta. •


      Aparece 4.852 veces en los últimos diez años.
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      Patronato


      


      Órgano de gobierno de las fundaciones que se encarga de aprobar las líneas generales (cuentas, plan anual...). En las gordotas, lugar en el que se reúnen los señores importantes para hablar de sus cosas, aunque poco tengan que ver esas cosas con los quehaceres de la fundación. Señores porque los patronos —que suena muy a capataz algodonero— siguen siendo en su mayoría hombres, al menos en las fundaciones más relevantes. Existe en todas las fundaciones, también las públicas, aunque cada una tiene sus propias reglas. Por ejemplo: para pertenecer al Real (y regio) Patronato del Museo del Prado y el del Reina Sofía antes se exigía ser un profesional «de reconocido prestigio» en la cosa del arte. Desde 2011 también se puede acceder si traes contigo «contribuciones de cualquier naturaleza» al museo (Prado) o si destacas por tus «servicios o ayudas al museo» (Reina Sofía). Y con contribuciones o ayudas estamos hablando de dinero.


      Uso y abuso


      Así, gracias a esa reforma de 2011 los distintos ministros de Cultura han podido nombrar en ambos patronatos a los máximos representantes de Telefónica, CaixaBank, Inditex, Mapfre o el Banco Santander, entre otras empresas, para compartir mesa con personas que sí saben de lo que están hablando. Pero las grandes compañías españolas no solo están representadas en los organismos culturales públicos a cambio de donaciones (a veces ultrarrácanas teniendo en cuenta sus patrimonios), también forman parte del patronato de aquellas presididas antes por Felipe y ahora por Leonor, el heredero de turno: las fundaciones Princesa de Asturias y Princesa de Girona. Se repiten nombres y entran nuevos: además de Telefónica y el Santander, Repsol, Indra, Damm, Abertis y el Banco Sabadell tienen silla en esas fundaciones reales, entre otros. Y línea directa con la realeza, como mínimo, cuando toque reunión del patronato. •


      Aparece 14.899 veces en los últimos diez años.
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      Pensión indemnizatoria


      Vuelve a Conflicto de interés / Expresidentes del Gobierno


      


      Sueldo sin trabajar al que pueden acceder la mayoría de los altos cargos durante un máximo de dos años desde que se van o les echan mientras no cobren otros salarios. También llamada compensación tras el cese o pensión compensatoria. Se utiliza el verbo compensar porque durante ese periodo no pueden trabajar en actividades vinculadas con su paso por lo público, para evitar conflictos de interés. Y, por si acaso no son capaces de encontrar ningún curro en el mundo entero que no sea o parezca un chachullo o se aproveche de lo que se llevan del cargo, se les compensa pagándoles durante ese tiempo de enfriamiento o transición parte de su salario, aunque ya no trabajen. Eso sí, es incompatible con cualquier otro sueldo público o privado (es lógico, si tienes otro salario no necesitas que te compensen que estés en modo barbecho).


      Uso y abuso


      Si quien la cobra decide trabajar debe avisar a la Oficina de Conflictos de Interés para ver si lo que quiere hacer es compatible con esta pensión. Si no lo es, o deja el curro o renuncia a la pensión. Pero, claro, para eso la Oficina se tiene que enterar y, si el interesado o la interesada pasa de todo y no se lo dice, es difícil. Con pocos recursos y sin ser un órgano independiente, no siempre pillan los chanchullos.


      Pero a veces sí. Marta Plana, exconsejera de la extinta Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones (CMT) y miembro de una familia de Unió Democràtica de toda la vida (parte de la desaparecida CiU, renombrada vete a saber cómo cuando se publique esto), se olvidó de comentar, mientras cobraba esta pensión, que había montado una startup. Pero no pasa nada, alegó, porque según ella no cobraba ni un céntimo. El gusto por trabajar de los ricos, ya se sabe. El problema es que se pusieron a cotejar sus datos y descubrieron que, además, estuvo de alta un mes en la empresa familiar. Su madre, según ella, le dio de alta de forma unilateral para que cotizara. El típico trapi combinado con amor de madre, pero con el extra de estar cobrando casi 100.000 euros al año durante dos años de dinero público y de no haber rendido cuentas ni de una cosa ni de la otra. Su castigo: cinco años de veto para cargo público y publicación del capón en el boletín. Y lo recurrió, claro. Pero el Supremo no le dio la razón y mantuvo el castigo. ¿Y el dinero que recibió? No, no le pidieron que lo devolviera. Tampoco hay que ser rencorosos. •


      Aparece 7 veces en los últimos diez años.
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      Personal eventual


      Vuelve a Libre designación


      


      Quienes trabajan para lo público contratados a dedo. También llamados «asesores», porque es a lo que se suelen dedicar, aunque ya veremos que ese no es un sinónimo perfecto. En este caso, no es necesario que sean funcionarios (al contrario que lo que pasa con la libre designación), puede serlo cualquier persona. Y cuando digo cualquier persona me refiero a cualquier persona. No se exige ningún tipo de formación o experiencia concreta. La teoría es que son puestos limitados y que solo se puede fichar así a alguien que vaya a ejercer un cargo de confianza o asesoramiento especial, atención a estos dos conceptos.


      En algunas entidades públicas, como el Gobierno del Estado —sean quienes sean sus ocupantes temporales—, suelen ocultar los nombres de esos eventuales. Una vez, en 2015, a lo loco, el Gobierno de Rajoy publicó una lista de los asesores de los ministerios. Nunca más se volvió a hacer, no sea que nos vaya a dar un parraque con tanta transparencia. Trabajan para lo público pero, al contrario que el resto de los empleados públicos, sus nombres son un misterio. Porque se ocultan.


      Uso y abuso


      A 30 de junio de 2020, el Gobierno de coalición PSOE-Podemos contaba con 777 eventuales. Pasados los mismos días desde el arranque de legislaturas anteriores, el Ejecutivo de Sánchez en solitario tenía 673. El de Rajoy, 566. La cifra se ha ido inflando como un suflé. Y, encima, tiene trampa. Una parte de esos asesores no lo son. Me explico. Algunos de ellos ni son cargos de asesoramiento ni de especial confianza ni van ligados al cargo que les nombra. Así, tenemos en La Moncloa seguratas contratados hace más de 22 años como personal eventual, por ejemplo. Eventuales no tan eventuales que acaban ocupando un puesto a dedo cuando tendrían que haber sido fichados tras aprobar una oposición o a través de un contrato público. Pero es que, además, como son eventuales, se les puede echar en cualquier momento. Una tapadera para la precariedad en las administraciones públicas, que ya tiene traca.


      Pese a que todos los gobiernos se han emperrado en esconder debajo de la alfombra los nombres de quienes les asesoran, vete a saber tú por qué, al final les han ido obligando, aunque despacico, a responder a preguntas formuladas desde Civio que, vía Ley de Transparencia, exigían cada tanto conocer la lista de ese personal de confianza. Gracias a sentencias algunas veces, porque se resistían. Es lo que pasó con el Tribunal de Cuentas. Cuando el periodista Miguel Ángel Gavilanes les pidió la lista de su personal eventual, respondieron dando el nombre de una sola persona. ¿Y el resto? Su argumento era que no los daban porque en realidad tenían «funciones equiparables a las de los auxiliares administrativos». O sea, no eran asesores. Entonces, ¿por qué estaban contratados como personal eventual si esa figura es solo para puestos de confianza o asesoramiento? ¿Por qué no ocupaban esos puestos algunos de los miles de administrativos entre los funcionarios, que para eso están? O incumplían la Ley de Transparencia o incumplían las leyes que regulan los nombramientos. Y decidieron incumplir una y admitir de paso que incumplían la otra. Es esta ambición por quererlo todo: no son tan asesores como para dar sus nombres pero sí lo suficiente para ficharles a dedo. El Supremo acabó diciendo que no tenían razón y que, venga, que fuera desfilando ese listado.


      Algo similar pasa con los asesores que trabajan en los ministerios. Como no lo publican por propia voluntad, cada tanto toca ir insistiendo, y reclamando, porque se hacen los remolones, para que suelten esa lista. Cuando se desvela el misterio y conocemos sus nombres aparecen los retratos robot: candidatos que se quedaron sin escaño, exalcaldes, mucho miembro de las juventudes de los partidos y un sentimiento permanente de que la confianza es territorial, con ministros rodeados de asesores que vienen de su misma comunidad autónoma. Otro clásico son los periodistas que dan el salto como asesores de comunicación. Cada vez son más. Porque cómo lo cuentes gana la batalla a qué haces. El puñetero relato. Y no faltan los familiares del partido, como cuando Aznar fichó a la hija de Eduardo Zaplana o al hijo de Esperanza Aguirre. O Zapatero llamó a su primo cuando era presidente y, ya una vez en la estantería de los jarrones chinos, le colocó (y sigue estando, a fecha de cierre de este libro) como asesor de expresidente. ¿No es un cargo de confianza? ¿Con quién vas a tener más confianza que con tu primo? Pues eso. •


      Aparece 1.598 veces en los últimos diez años.
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      Plan de estudios


      


      Lista de asignaturas —y su peso— que tienes que superar para obtener un título. Si es universitario y oficial, tiene que pasar por el BOE. De hecho, es el Consejo de Ministros el que, tras varios procesos en la universidad y la autonomía que toque, da el visto bueno final a la creación de un nuevo título universitario. Y lo publica en el boletín. Una vez tiene carácter oficial, el rector publicará su plan de estudios y los cambios relevantes.


      Uso y abuso


      Pese a todos esos controles previos, en los últimos años se ha ido colando de todo en esos planes de estudios. Desde el reiki a la homeopatía, terapias que no han demostrado su eficacia y que el Ministerio de Sanidad no ha dado nunca por buenas se han incluido, y aprobado, como asignaturas o hasta títulos de másteres oficiales. La Universidad de Murcia aprobó uno de Osteopatía Pediátrica en 2015; y en el plan de estudios que se publicó en 2016 del de Fisioterapia y Discapacidad de la Universidad de Almería, la homeopatía estaba entre sus asignaturas optativas. También para animales: el máster de la Universidad de Zaragoza de Iniciación a la Investigación en Ciencias Veterinarias incluía también homeopatía. Pero no solo las universidades cuelan estas terapias. El propio Ministerio de Educación ha aprobado currículos de grado superior, como el de Ganadería y Asistencia en Sanidad Animal (2015), donde colaron homeopatía y acupuntura en su temario. Y para ser técnico superior en Termalismo y Bienestar tienes que aprender reiki entre otras magufadas, todas ellas muy holísticas. Y esto es de 2021.


      No son los únicos planes de estudio con humo, aunque sí son más peligrosos. Coaching, counselling, team building y liderazgo son palabras clave en los planes de estudios de Administración y Dirección de Empresas (ADE) y otros másteres en gestión del talento y otros títulos así muy motivadores y muy de salirse de la zona de confort y tal. •


      Aparece 54.231 veces en los últimos diez años.
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      Preámbulo


      Vuelve a Proposición no de ley


      


      Introducción a una norma que debería usarse para explicar para qué y por qué se aprueba, en qué consiste y cuál es el contexto que justifica que es una buena idea. También se le llama «exposición de motivos». Ejemplo (en un mundo ideal): se aprueban incentivos a la contratación de personas de menos de 30 años. El preámbulo cuenta que se hace para bajar el paro juvenil, explica por qué esa medida y no otra puede ayudar a solventar el problema y ofrece datos y contexto que apuntalen esos argumentos. Lo que viene a ser explicar por qué se toman las decisiones más allá de un «porque yo lo digo».


      Suelen acabar con una coletilla llena de alusiones a otras normas superiores que justifica que quien la aprueba y firma puede hacerlo o, lo que es lo mismo, que no se están viniendo arriba y pasándose de competencias. Ese batiburrillo final crece en los decretos leyes hasta convertirse en un parapeto para intentar evitar que el Tribunal Constitucional tumbe la norma porque considere que lo de la «extraordinaria y urgente necesidad» no era para tanto y que se está abusando de esta figura para saltarse el trámite parlamentario, el debate, las enmiendas y esas cosas de la democracia. Si esa parte es muy larga, sospecha. Aunque la chicha va luego, en el articulado, el preámbulo se usa a veces como ese lugar en el que encontrar, si hay dudas por cómo —de mal— está escrito el texto, la intención o, con más floripondios, el espíritu del legislador.


      Uso y abuso


      Desnudo de datos y contexto, en demasiadas ocasiones el preámbulo acaba sirviendo para soltar afirmaciones basadas en la nada más absoluta, como si el legislador no tuviera más exigencias argumentativas que un tertuliano de baja estofa. Imaginen un debate televisivo sobre los toros. Uno de los participantes, colocado de manera sutil (no) junto a los de su cuerda y frente a sus contrincantes ideológicos, en esa cosa tan bonita de las pugnas a todo o nada, lanza dos afirmaciones. La primera, que «la fiesta de los toros y los espectáculos taurinos populares son algo vivo y dinámico, sujetos a constante evolución». La segunda, siempre tras admitir que alguna persona hay que lo critica, que sí, alguna suelta tiene que haber por ahí, que «existe un consenso en la aceptación mayoritaria del carácter cultural, histórico y tradicional de la Tauromaquia como parte esencial del Patrimonio Histórico, Artístico, Cultural y Etnográfico de España». ¿En qué se basaría para afirmar algo así? Seguramente, en sus huevos morenos.


      Pero el problema es que esos entrecomillados no salen de una tertulia, sino de la ley de 2013 que blindó la tauromaquia al declararla patrimonio cultural. Si el Gobierno hubiera querido sustentar esa afirmación en datos podría haber tirado de encuestas oficiales, las del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), pero de 1995, la última vez que el organismo preguntó a los españoles su posicionamiento ante la caza, la prohibición de fumar, el uso del cinturón y los toros, el verano mix de ese año. Pero es que esos datos igual no le daban la razón. Ya entonces, la cosa estaba bastante igualada: el 45,5 % estaba más bien a favor de la tauromaquia y el 39,9, más bien en contra. Y es muy probable que esto haya cambiado —y mucho— desde 1995; y que en 2013 las posiciones en contra hubieran ganado peso. Otro dato oficial: en 1999 el 84,2 % de las personas encuestadas respondieron que nunca iban a los toros. Que hay gente a favor y en contra, los hay, claro. Pero, en 2013, afirmar que había consenso y aceptación mayoritaria era, simplemente, mentira.


      Pero lo más habitual es que el preámbulo sirva para canalizar propaganda oficial. Esto último es un clásico en las normas económicas o fiscales, que no arrancan a contar qué puñetas están aprobando sin antes alabar la ambición, los grandes resultados y las maravillas de las políticas que está poniendo en marcha el Gobierno. Y lo bien que nos hacen a todos. A ser posible, plagadito de adjetivos subjetivos. Un «mira cómo lo peto, y con esta norma lo voy a petar más» en toda regla.


      Y alguna vez, en este caso sí muy excepcional, el preámbulo sorprende y se convierte en otra cosa. El que introducía el decreto que declaró luto oficial por los fallecidos durante los primeros meses de la crisis del coronavirus estaba escrito en verso. Sin rima, eso sí. •


      Aparece 5.856 veces en los últimos diez años.
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      Premio nacional


      


      Galardones que da el Gobierno, la mayoría culturales. Dependiendo de cuál sea, el montante es distinto. Así, la mayoría de los géneros o labores que tienen que ver con los libros están en el rango de los 20.000 euros (ensayo, narrativa, poesía, ilustración, cómic…), excepto el de las Letras Españolas, en abierto, que es el bueno, el de 40.000. Mucho menos que los 601.000 si te ganas un Planeta, así que toca compensar con el prestigio y tal. En medio, valorados en 30.000 euros, están los de televisión, cinematografía, estadística, teatro, circo, música, fotografía, diseño de moda, restauración, artes plásticas y tauromaquia.


      Uso y abuso


      El premio a toreros y compañía es el más joven de todos. De hecho, fue creado a principios de noviembre de 2011, solo unos días antes de las elecciones generales que acabaron con la presidencia socialista y dieron paso al Gobierno de Mariano Rajoy. La entonces ministra de Cultura, Ángeles González-Sinde, fue la encargada de firmar la orden ministerial que daba categoría de premio nacional a la tauromaquia y, atención, al Fomento de la Creatividad en el Juguete. El lobby de la industria juguetera (una se imagina un ejército asesino de nancys atacando La Moncloa, ya lo siento) celebró el hito, felices de estar dentro de la Cultura (con C mayúscula). El caso es que, desde que se creó, no hay registros de que se llegara a conceder nunca, ni en el BOE ni en las webs del ministerio.


      La mayoría de las personas premiadas en los últimos años son hombres. El de las Letras Españolas, el gordo, de 2006 a 2009 fue para 11 hombres y cuatro mujeres. El de cine, desde los años ochenta, a 39 hombres y 12 mujeres. Y nos falta uno muy importante, el más cuantioso, el Premio Nacional de Arquitectura, con 60.000 lereles que, desde 1931, se han llevado siempre señores, con solo dos excepciones: Matilde Ucelay, la primera arquitecta titulada, que lo recibió en el 95 (se tituló en el 36, tampoco es que se dieran mucha prisa) y Benedetta Tagliabue, en 2004, italiana residente en Barcelona y autora de buena parte del skyline de la ciudad. Este galardón es de los pocos que no concede Cultura, sino Fomento. Porque la tauromaquia y los juguetes son cultura pero la arquitectura no. •


      Aparece 4.483 veces en los últimos diez años.
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      Presupuestos Generales del Estado


      Vuelve a Ejecución del presupuesto / Excepcional interés público / Expresidentes del Gobierno / Jefatura del Estado / Subvención


      


      La regla madre de la pasta. La Ley de Presupuestos Generales del Estado no solo regula en qué se va a gastar el dinero público (unos 416.500 millones en los de 2021). De hecho, esa distribución va en los anexos —spoiler: la partida más gorda es la de las pensiones—. La ley más importante del año incluye entre sus artículos todo lo que tenga que ver con ingresos y gastos, en su sentido más amplio: las reglas para gastarlos y para endeudarse, cuántas oposiciones se pueden convocar, cuánto suben las pensiones, cómo quedan los impuestos y las tasas de todo tipo y el sueldo de los funcionarios y los altos cargos.


      Así, es la norma en la que ves si alguien se ha subido el sueldo y donde descubres que no solo los magistrados y vocales del Poder Judicial y los altos tribunales, que sobrepasan los 100.000 euros anuales, cobran más que el presidente del Gobierno, que se queda en menos de 85.000, sino que le superan hasta el presidente del Consejo de Estado y el del Consejo Económico y Social, un órgano consultivo. Es como pagar al consultor más pasta que la que cobra el director de la empresa. También se regula el tope que pueden cobrar los alcaldes. Los de ciudades de más de 150.000 habitantes también pueden tener una nómina más hermosa que la del presidente del Gobierno. Suele incluir también las subidas en el salario mínimo, cuando las hay. Pero para la ley de presupuestos de 2021, por lo que sea, no se aprobó a tiempo y no se metió.


      Uso y abuso


      La aprobación de los presupuestos se trata como un aval al Gobierno al mando. Por eso, y porque todo cristo aprovecha para poner su cacico, cuestan más de aprobar, casi, que la investidura. Y por eso la ley de Montoro siguió en vigor, prorrogada en bucle, desde 2018 hasta finales de 2020. Presupuestos para tres años, ahí es nada. Esta dificultad, y la aritmética parlamentaria, hacen poderosos, a veces, a partidos pequeños. En 2017 el único diputado de Nueva Canarias era clave para tener mayoría. El escaño 176 (de 350). Si comparamos el proyecto de presupuestos presentado por el Gobierno al Congreso con la ley que finalmente se aprobó, encontramos, entre otras diferencias, una notable: 173 millones de euros extra para Canarias. El diputado 176 los apoyó, claro. •


      Aparece 19.531 veces en los últimos diez años.
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      Proposición no de ley


      


      Resolución que aprueba el Congreso sin efectos prácticos. Esto es, que en realidad no sirve para nada más que para poner en un papel, si se aprueba, que una mayoría piensa esto o aquello.


      Uso y abuso


      Su importancia no va más allá de un posado, y por eso apenas se nombran en el boletín, que es donde están las cosas que sí son norma y sí nos afectan. Como mucho aparece dentro de algún preámbulo de una norma real, de manera casi excepcional, para apostillar que se hizo caso de esa proposición no de ley que animaba a hacer no sé qué. Las pocas ocasiones en las que se le hace caso.


      A veces sirven como declaración institucional, como cuando el Congreso rechazó las anexiones de Cisjordania por Israel en 2020 (seguro que hicieron llorar a Netanyahu). Pero en la mayoría de los casos no es más que postureo no legislativo: en lugar de presentar una proposición de ley (la oposición) o un proyecto de ley (el Gobierno), presentan una proposición no de ley para decir, mirando a cámara, que habría que regular un determinado asunto. Alguien tendría que hacerlo. Alguien que quizás tuviera competencias para presentar propuestas en el Congreso que sí cambien las cosas. No miro a nadie.


      Así, la oposición presenta proposiciones no de ley para instar al Gobierno a hacer algo, desde que vuelva la publicidad a RTVE hasta mejorar la atención a pacientes con cáncer de mama, pasando por que dejemos de vender armas a un país chungo. El absurdo se come a sí mismo cuando son los propios grupos parlamentarios que forman el Gobierno, que pueden legislar algunas cosas de forma directa o presentar proyectos de ley, quienes presentan proposiciones no de ley. En 2020, el PSOE llevó al Congreso 25, entre ellas una para evitar el acceso de los menores al porno. Bueno, para decir que molaría evitarlo, claro. Podemos presentó 17, entre ellas una para decir que sería muy guay incrementar el parque público de alquiler. Mucho más útil decirlo que hacerlo, claro que sí. •


      Aparece 276 veces en los últimos diez años.
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      Publicidad institucional


      Vuelve a Convenio


      


      Campañas para difundir mensajes que pagan las administraciones públicas de cualquier nivel. Suelen pagarse en dos contratos: el de la creatividad (esto es, el cartelico o el vídeo) y el de difusión (su colocación en medios). El segundo, que es el gordo, es el que suele venir también más cargado de polémica. Las de la Administración General del Estado están centralizadas desde hace unos años, se compran en bloque, así que firman cada tanto un acuerdo marco con varias agencias de medios que son las que se encargan de repartir todo el pescado. No son agencias pequeñas, puesto que el mínimo volumen de negocio para entrar es de un millón y medio.


      Uso y abuso


      La Administración General del Estado viene presupuestando entre 60 y 70 millones al año para este tipo de campañas, aunque con matices. En 2019, por ejemplo, gastaron solo 26 millones de los casi 63 que tenían previstos, e hicieron 60 campañas en lugar de las 118 planificadas. Tradicionalmente la parte más grande va a campañas de la DGT para que no la líes y no te la pegues en la carretera. Pero 2020 cambió esa tendencia. El plan ya adelantó que Sanidad —coronavirus mediante— se llevaría la palma. Parecen cifras altas, pero no tienen nada que ver con las de antes: los 268 millones de 2007, por ejemplo.


      En todos y cada uno de los informes que el Tribunal de Cuentas ha firmado sobre publicidad institucional ha criticado la falta de planificación y control de estas campañas, lo que hace que sea imposible evaluar si son eficientes. O lo que es lo mismo: a veces es difícil saber si se han puesto los anuncios en determinados medios a boleo o para beneficiar a cabeceras amigas. La regla general de la gran mayoría de las administraciones públicas en este tema, incluida la estatal y con honrosas excepciones, es ocultar a qué medios se les paga cuánto y por qué anuncios. No sea qué.


      Y los chanchullos son habituales. Uno de los más comunes son las campañas de autobombo, todas ilegales, puesto que la ley es clara: «No se podrán promover o contratar campañas institucionales de publicidad y de comunicación que tengan como finalidad destacar los logros de gestión o los objetivos alcanzados». Otro: decirle a la agencia de medios dónde tiene que colocar los anuncios y ocultando ese reparto para que no se te vea el plumero. •


      Aparece 775 veces en los últimos diez años.
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      Rango


      Vuelve a Decreto ley / Disposición adicional / Disposición derogatoria / Excepcional interés público / Recurso de inconstitucionalidad


      


      Nivel de poderío de las normas. A más rango, más cositas —y más importantes, o sea, que nos afectan más— se pueden aprobar o reformar. Pero a más rango, también, claro, es más complicado sacarlas adelante. Para bien. Por eso de las garantías democráticas y lo de intentar evitar que alguien se nos ponga déspota. La Constitución, que es el repóker, marca la base de qué rango se necesita para aprobar cada cosa por debajo de ella. Luego, como en cascada, las leyes que se van aprobando regulan qué se necesita para toquetear asuntos de su ámbito. Es la jerarquía normativa.


      Justo por debajo de la Carta Gordota están las leyes orgánicas. Para aprobarlas no basta con tener mayoría simple —más votos a favor que en contra, como en las leyes ordinarias—, sino que es necesaria una mayoría absoluta, esto es, que estén a favor la mitad + 1 de los diputados. Si ahora mismo tu cabeza está dando vueltas pensando «buah, ¿cuál es la diferencia?», recuerda que existen las abstenciones. Hay cosas que solo se pueden aprobar por ley orgánica: todo lo que afecta a derechos fundamentales o a libertades públicas; al régimen electoral o las iniciativas legislativas populares o referendos; las reglas de funcionamiento de instituciones como el Poder Judicial, el Defensor del Pueblo o el Consejo de Estado, los militares y la policía; los estatutos de autonomía; la que regula los estados de alarma, excepción y sitio. Y sí, lo son las leyes educativas. La O de esos nombres impronunciables que cambian con cada Gobierno viene de orgánica.


      En 2011, en plena crisis económica y con recaditos europeos cada tanto, se modificó la Constitución para incluir en el artículo 135 eso a lo que se llamó estabilidad presupuestaria, una expresión que suena bien si no sabes lo que significa y que en realidad no dice nada sin contexto, uno más de estos eufemismos floreados legislativos. Lo que significaba, entre otras muchas consecuencias, es que el pago de la deuda pasó a ser prioridad absoluta y las administraciones públicas no se pueden endeudar desde entonces más de lo que marque una ley. Una ley que debía ser, claro, orgánica.


      Y luego están, por debajo, el resto de las leyes, las ordinarias. Como en las normas de rango superior que hemos nombrado, se aprueban en las Cortes. Pero —y aquí es donde se rompe el espacio-tiempo— en ese mismo rango está el decreto ley: legisla como si fueras el Congreso pero sin contar con el Congreso.


      Seguimos bajando y nos topamos con los decretos. Su nombre oficial, como en los decretos leyes, va con la palabra Real delante. Pero me da pereza. Y si todos los gobiernos pueden saltarse el trámite parlamentario con los Reales Decretos Leyes (me ha costado), yo puedo saltarme la cosa de ponerme oficial y regia, digo. Los decretos pueden contener normas que desarrollen leyes anteriores, y al final acaben legislando porque la chicha está en los detalles, o ejecutar: dar indultos, conceder nacionalidades por decreto, nombrar a un alto cargo… Y luego están las órdenes ministeriales, responsabilidad de una cartera concreta y un nivel por debajo, que pueden parecer poca cosa hasta que un ministro es autoridad vía estado de alarma y te dicen cuándo puedes salir a la calle, claro.


      Uso y abuso


      Más allá del conflicto evidente con el decreto ley, en ocasiones se aprueban normas sin suficiente poderío para regular lo que regulan: alguien se pasa de listo. Cuando se aprobó la Ley de Transparencia muchas personas —aquí una— criticaron, por ejemplo, que no fuera una ley orgánica. Uno de los derechos fundamentales que incluye la Constitución, y que obligan a que todo lo que lo regule tenga que ser ley orgánica, es el de «comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión». Difícil ejercer ese derecho, en ninguna de sus dos vertientes, si no puedes acceder a información pública. Y ¿qué importa que no sea orgánica? Como tiene menos poderío, otras normas le pasan por encima, de su rango o superiores, como por ejemplo la ley, esta sí orgánica, de protección de datos.


      En 2020, año pandémico 1, se aprobaron solo 11 leyes ordinarias (el Congreso estuvo parado varios meses, pero aun así son muy pocas) y tres leyes orgánicas (entre ellas la de educación). En paralelo, el Gobierno aprobó 1.196 decretos y 39 decretos leyes. •


      Aparece 15.578 veces en los últimos diez años.
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      Razones de justicia y equidad


      Vuelve a Indulto / Oferta más ventajosa


      


      El ejemplo más claro de frase vacía de contenido y, a la vez, de pitorrearse de la justicia de forma recurrente en cada decreto de indulto que se publica en el BOE. Desde enero de 2014 se incluye en todos los perdones como parte del argumento que se da para contestar a la pregunta que debería responder cualquier norma o decisión publicada en el boletín: ¿por qué? ¿Cuáles son los motivos que te llevan a aprobar esto? «Atendiendo a las circunstancias del condenado y de acuerdo a la información que obra en el citado expediente, concurren razones de justicia y equidad.» Pero no os creáis que la copipegan en cada decreto y ya. Si la indultada es mujer cambian el masculino por el femenino.


      Uso y abuso


      El origen de esta expresión tenemos que buscarlo en una sentencia del Tribunal Supremo de finales de 2013, la que tumbó el indulto a un señor que, cuando conducía en sentido contrario en Valencia, provocó un accidente y se cargó al conductor de otro coche. Los jueces no podían anular el perdón porque les pareciera injusto (no se pueden meter en la decisión del Gobierno, que es cosa suya), pero sí centrarse en sus defectos de forma: si no han cumplido todos los trámites, si falta algún papel... En este caso, consideraron que hubo arbitrariedad, que se hizo a capricho, vamos, porque el texto que se llevó a juicio no aclaraba cuáles eran «las razones de justicia, equidad o utilidad pública» exigidas en la ley para conceder la medida de gracia. Y eso, claro, se podía aplicar a cualquier indulto, no solo a ese, porque en ninguno se argumentaban las razones. Por fin iban a tener que explicar esa decisión. Milagro. A partir de entonces los indultos dejarían de ser un agujero negro sin justificar.


      Pero no pasó. La respuesta de todos los gobiernos que han seguido indultando tras esa sentencia parece pitorreo. ¿Quieres que te argumente las razones? Pues en cada texto te digo que hay razones. Que las hay. Lo que pasa es que me da pereza detallarlas. •


      Aparece 295 veces en los últimos diez años.
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      Real carta de sucesión


      


      Papelito oficial que hace que un título nobiliario vaya de un noble a sus herederos. Lo firma el propio ministro de Justicia y lo gestiona la División de Derechos de Gracia y Otros Derechos, que también arregla el tema indultos, todo lo que huela a cerrado. Para conseguir la carta de sucesión hay que pagar una tasa, como cuando recibes una herencia. Pero, en este caso, lo que se hereda es la nada. Excepto si tienes mentalidad de siglos pasados y te parece que esa chorrada grandilocuente significa que eres superior al resto, claro. O te hace ilusión, yo qué sé, como quien hereda la mecedora de la abuela. Heredar un título estándar, si eres el hijo, cuesta 793 euros. Si es con grandeza (hasta en los nobles hay clases) y eres el sobrino, 6.971.


      Uso y abuso


      En España hay casi 3.000 títulos nobiliarios. Se juntan en la Diputación de la Grandeza y Títulos del Reino. Cuando Juan Carlos I abandonó el país y se fue a Emiratos Árabes Unidos en pleno escándalo por sus cuentas millonarias en paraísos fiscales y una posible evasión de impuestos, este organismo salió en su defensa. Estaban muy enfadados por la «campaña de acoso» al monarca en escapada, y aprovecharon para mostrar en un comunicado el «reconocimiento y lealtad más inquebrantable a su figura histórica». De lo feo que era esconder dinero en paraísos fiscales, siendo rey, no dijeron nada. De hecho, 46 de esos títulos los creó el propio Juan Carlos.


      Durante los últimos años, han recibido real carta de sucesión personas como Carmen Martínez-Bordiú, ya duquesa de Franco, nieta del dictador, con papelito heredado de su madre. En ese caso, no pagó impuesto. Cuando Juan Carlos creó el título para la hija de Franco tras su muerte (también cayó otro para la mujer, claro) decidió darle un plus y eliminar esa cosa tan vulgar de tener que pagar la tasa en la primera sucesión.


      En esa línea, también recibió carta de sucesión el heredero del ducado de Primo de Rivera. El original fue concedido por el propio dictador, a título póstumo, a José Antonio Primo de Rivera. Y ahora, más de 80 años después, lo hereda su nieto segundo. El hijo del sobrino, por entendernos. •


      Aparece 1.775 veces en los últimos diez años.
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      Recurso de amparo


      Vuelve a Recurso de inconstitucionalidad


      


      Cuando acudes al Tribunal Constitucional (TC) porque consideras que alguna decisión de un poder público —ya sean normas, resoluciones de Hacienda o sentencias de niveles inferiores— ha vulnerado algunos de tus derechos y libertades esenciales que dice la Constitución que tienes, como la igualdad ante la ley, el derecho a la vida, la libertad religiosa o la de expresión. El resultado, en forma de sentencia, acaba en el BOE. De hecho, el TC publica cada tanto rondas de sus decisiones y tiene su propia sección en el boletín.


      El recurso de amparo es lo que más recibe el TC (en 2020 se presentaron 6.515, 5.760 de particulares), pero muy pocos consiguen ser admitidos y que se acabe estudiando su tema y sentenciando. En 2020, por ejemplo, el tribunal decidió admitir 180 y rechazar 6.722. Para pasar ese corte tienes que demostrar que tu caso tiene «trascendencia constitucional»: que algún poder esté saltándose un derecho por norma o incumpliendo sentencias anteriores, que la decisión sobre el tema afecte a más gente —porque lo que se recurra sea una ley o no haya ya sentencias anteriores que lo traten o sea necesario que se vuelva a evaluar…—. El recurso tiene que invocar el derecho o libertad, es decir, argumentar cuál, o cuáles, de ellos, han sido vulnerados. Y una vez se admite, suele haber retrasos: 250 estaban pendientes de sentencia en 2020.


      Uso y abuso


      Los más invocados (como cuando llamas a un fantasma en la ouija), aunque suelen ir varios a la vez, son los que tienen que ver con la discriminación —vs. la igualdad ante la ley— o contra el derecho a la tutela judicial efectiva, esto es, que durante el juicio no se cumplieron todas las reglas y pringaste. Por ejemplo, puede echar atrás una sentencia porque se retrasó muchos años (dilaciones indebidas) aunque lo haga a través de otra sentencia —la suya— que llega con cinco años de retraso. •


      Aparece 13.594 veces en los últimos diez años.
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      Recurso de inconstitucionalidad


      Vuelve a Se ha invocado el artículo 161.2 de la Constitución


      


      Cuando un poder público lleva al Tribunal Constitucional (TC) a otro porque considera que una decisión con rango de ley es inconstitucional. No confundir con el conflicto de competencia, que es cuando autonomías y Estado se pelean cuando uno se pone a hacer cosas que no le tocan y se pisan lo fregado. Pueden presentarlos el presidente del Gobierno, los gobiernos y parlamentos autonómicos, el Defensor del Pueblo y 50 diputados o senadores. De hecho, de los 24 que llegaron al TC en 2020, 18 están firmados por una cuadrilla de parlamentarios de la oposición.


      No tienen apenas tapón de entrada, mientras se cumpla el procedimiento, ni tanto retraso como los recursos de amparo, pero lo hay: 32 seguían pendientes de sentencia en 2020. Como lo de en qué orden se tramitan no tiene reglas cien por cien claras, hay algunas patatas calientes que llevan más de una década a la espera, como el recurso del PP contra la reforma de la Ley del aborto del PSOE, que se presentó en 2010. Y ahí sigue.


      Uso y abuso


      Los años calientes del conflicto catalán, sobre todo en la época de Rajoy como presidente, trajeron consigo una ronda considerable de recursos hacia ambos lados de la trinchera. Muchas veces se presentan cuando se aprueba una ley que a la oposición no le gusta, para llevarla a otro nivel, a ver si ahí se tumba. Y entonces es cuando el Constitucional la avala (como pasó con la Ley mordaza) o la tumba (cuando por ejemplo se carga puntos de decretos leyes porque no había urgencia ni de lejos).


      A veces, los recursos de inconstitucionalidad se presentan incluso sabiendo de partida que no se van a ganar. Pero así se hace algo. Y da para un titular bueno. O sin saberse los trámites —o haciéndose el tonto—, como pasó cuando en 2020 Vox presentó un recurso de amparo y no de inconstitucionalidad, que es lo que tocaba, contra el estado de alarma, y el Tribunal Constitucional tuvo que decirle que esa no era la ventanilla. •


      Aparece 8.375 veces en los últimos diez años.
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      Refundido


      


      Cuando se han hecho tantas modificaciones a las normas que no se aclaran ni los propios legisladores y cuando las reglas que afectan a reglas que afectan a reglas están dispersas en decenas de textos distintos y el cacao se va de madre, el Congreso pide al Gobierno que refunda el caos en un anillo único: una sola norma para gobernarlas a todas. Lo hace con el texto refundido de una ley, aprobado en un decreto legislativo, que sustituye a todas las normas anteriores del mismo tema que andaban por ahí pululando y que ni es decreto ni es ley ni nada de eso.


      Lo que sí es es una norma firmada y en vigor, lo que le diferencia de otro concepto muy BOE, la legislación consolidada. Esta última no es oficial, pero sí apañada, porque viene a facilitar la vida de quienes, por profesión o por desgracia, se tienen que enfrentar a una norma. Consolidar una norma es tenerla al día, con todas sus modificaciones y cambios posteriores. Los trabajadores del BOE lo hacen al momento, casi antes de que te dé tiempo a entender qué significa lo que se acaba de publicar. En otros boletines solo lo hacen en casos específicos y, a veces, nunca. Y es importante, porque si una norma está sin consolidar te la lees, te la crees, y haces el tonto porque no sabes que luego se cambió tropecientas mil veces. Consolidar es bien.


      Uso y abuso


      En principio aprobar un texto refundido no debería significar tomar decisiones, solo organizar un poquito el cuarto. Y el mandato del Congreso no se da, ni mucho menos, para que el Gobierno se ponga a añadir cositas a una ley cuando no tiene poderes para eso. Pero el problema es que a veces, a la hora de refundir, toca elegir entre varias interpretaciones o tomar decisiones cuando hay contradicciones —créanme, hay todo el rato— o matices, así que se puede aprovechar para arrimar, aunque sea silbando y mirando para otro lado con disimulo, el ascua a tu sardina. •


      Aparece 78.852 veces en los últimos diez años.
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      Regulación armonizada


      


      Los contratos sujetos a regulación armonizada (los freaks de este ámbito les llaman SARA) son los gordotes, los grandes contratos públicos. Se llaman así porque lo que les aplica, en todos los Estados miembros, es la normativa europea. Su regulación está armonizada porque es la misma para todos los países europeos, de base. Y la amiga SARA, por tanto, es exigente. Tanto la tramitación como la transparencia de este tipo de contratos tienen reglas extra y están bastante más controlados. Un ejemplo: cuando se eliminaron muchos de los requisitos habituales que tienen que cumplir los contratos públicos para poder repartir de forma rápida la pasta europea del Plan de Recuperación apenas se tocaron los SARA. En parte, porque no pueden.


      Entre otras cosas, estos contratos no solo se publican aquí, ya sea en los perfiles del contratante o en los boletines oficiales, sino que es obligatorio enviarlos al Diario Oficial de la Unión Europea, el BOE comunitario. En concreto, van a un anexo, el TED, el Tenders Electronic Daily, que arrejunta ahí todos los contratos gordos europeos. ¿Para qué? Pues en principio para que cualquier empresa comunitaria se pueda presentar. El mercado común y eso.


      Uso y abuso


      Son contratos SARA (ya has llegado a ese nivel a estas alturas) los de obras de más de 5.350.000 euros y los de servicios y suministros de mas de 193.000, en este último caso solo si quien los paga es la Administración General del Estado; para el resto de las entidades públicas, el umbral está en 214.000. Estas cifras son para 2020, y suelen cambiar cada dos años. Así que si estás leyendo esto en 2022, por ejemplo, puede que sean algo distintas, pero por ahí van los tiros. Hay excepciones, esto es, contratos que pasan esos umbrales y aun así no les afectan las normas más estrictas que dicta Europa. Y, por lo que sea, además de los contratos reservados o asuntos gordotes de servicios públicos, también está entre las excepciones la compra de programas de televisión. •


      Aparece 9.477 veces en los últimos diez años.
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      Sanción


      Vuelve a Sancionar


      


      Castigo que suele tener forma de multa y que, si aparece en el BOE, es porque incluye el escarnio público. De hecho, en la mayoría de los casos, solo se publican las sanciones graves y muy graves, y las leves se lavan en casa.


      Uso y abuso


      Muchos organismos pueden imponer sanciones, pero las que más se repiten en el BOE son las que impone la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), el Banco de España y el Ministerio de Economía, en este último caso por infracciones como pasar de todo y no tomar medidas para impedir el blanqueo de capitales, como le pasó a Bankinter en diciembre de 2020: tres multas que sumaban más de ocho millones de euros. La CNMV, por su parte, sanciona conductas feas que tienen que ver con la bolsa, como manipular el mercado, cobrar comisiones ilegales o usar información privilegiada para comprar o vender antes de que algo se haga público y afecte a tus acciones. Por esta última infracción es por la que le cayó a Josep Borrell, justo cuando era ministro de Exteriores, una multa de 30.000 euros. Y es que su mujer vendió acciones de Abengoa, de la que él por entonces era consejero, justo antes de que se declarara el preconcurso de acreedores.


      Aunque en lo político trajo tormenta, en cuantía esa multa son dos goticas. La CNMV ha impuesto sanciones millonarias. Como las dos que sumaron 16,9 millones al Banco Santander porque cuando vendían su producto Valores Santander no recababan la información necesaria para ver si sus clientes eran adecuados para esos productos que no entendía ni Dios, no hicieron nada para evitar conflictos de interés y tampoco les informaron de forma clara, honesta y no engañosa de lo que en realidad estaban comprando. Valores, los justos.


      El Banco de España también sanciona a entidades bancarias por prácticas similares, que tienen que ver con colocar productos complejos a clientes que no saben lo que están comprando ni el riesgo que corren; pero también caen sanciones si tienen agujeros en la contabilidad, no dejan que se les supervise u ocultan información relevante al organismo que les vigila o a los propios clientes. En septiembre de 2020, por ejemplo, Bankinter recibió una de más de cinco millones por ocultar a sus clientes durante años que les iban a cobrar unos costes extra que tenían ahí escondiícos. La sanción era mayor pero, como con las multas, le redujeron un 20 % por pago voluntario. •


      Aparece 26.683 veces en los últimos diez años.
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      Sancionar


      


      Más allá del término primario y lógico —imponer sanciones, que también abunda en el BOE—, es el toque final que da el rey de turno a una ley para que esté completa y, ya con la sanción y su firma al final, llegue al BOE. Felipe (como hacía su padre) firma como Felipe R. La R significa rey, sí, aunque tú estés rimando cosas mucho mejores en tu cabeza. También añaden ese Felipe R. al final de decretos y decretos leyes, no solo de leyes. Es la forma de cumplir el trámite, aunque haya que buscar al rey en otro país a la desesperada para que ponga el garabato si van con prisas. Y también lo es la R, no sea que te equivoques y creas que ha firmado la norma otro Felipe que no es rey ni nada de eso.


      Uso y abuso


      Para añadirle un poco de flores, flautas y algarabía con olor a cerrado, lo de sancionar se usa dentro de la expresión que da paso siempre al texto de una ley: «A todos los que la presente vieren y entendieren. Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley». No vamos a tirar de comentario de texto completo, pero es imposible obviar esa mayúscula en la primera persona del singular que daría para muchas horas de consulta de psicoanalista. Y ojo, si sigues la literalidad de este lenguaje apolillado: libres de pecado quienes no vean o no entiendan un carajo. Aunque al final pidan a todos los españoles «guardar y hacer guardar esta ley», con otra chispita más de barandillas doradas y moqueta granate. Y una curiosidad: Juan Carlos sancionó y firmó la ley orgánica de su abdicación. O sea, se abdicó a sí mismo. •


      Aparece 1.685 veces en los últimos diez años.
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      Se ha invocado el artículo 161.2 de la Constitución


      


      Coletilla que se usa cuando el Gobierno lleva al Tribunal Constitucional alguna decisión autonómica y que significa que, hasta que los jueces decidan, queda todo parado. Es como un superpoder del Ejecutivo central que hace que, aunque al final el TC considere que la norma autonómica está bien, que para adelante, al menos durante unos meses quede suspendida, sí o sí, solo con que se admita a trámite el recurso de inconstitucionalidad. Y sí, se invoca, como cuando Gandalf invocaba a las águilas, pero en este caso a las del Constitucional.


      Uso y abuso


      La norma dice que esa suspensión automática solo puede durar cinco meses. Y que entonces el Constitucional tiene que decidir si la levanta o la ratifica. La idea inicial sería que en ese tiempo, con suerte, podrían entrar a fondo de la cuestión y, quizás, en un mundo mágico —pero no este—, dictar sentencia. Pero lo que suele suceder es que, aun sin entrar del todo en el tema, lo que decide el tribunal a los cinco meses es solo si mantienen o no esa suspensión, ya sea total o de una parte de la norma. Y mientras, sin sentencia, así sigue la cosa. Como una especie de prisión provisional.


      Seguro que alguna vez has leído a algún miembro del partido en el Gobierno celebrar esa suspensión como si hubieran marcado un gol. O al portavoz del Gobierno autonómico que aprobó la ley paralizada criticar la decisión de los jueces. Los dos se hacen los tontos, porque saben, o deberían saber, que la cosa es automática y los jueces, en este caso, no tienen otra opción. •


      Aparece 211 veces en los últimos diez años.


      
        [image: ]
      

    


    
      Sellos de correos


      


      Sí, las grandes tiradas de sellos oficiales también pasan por el BOE. Para poder emitirlas, dos ministerios se tienen que coordinar y aprobar una resolución conjunta. En la ley original eran Economía y Hacienda + Fomento, ahora son los herederos de sus funciones, aunque tengan otros nombres. Lo hacen teniendo en cuenta las recomendaciones de la Comisión Filatélica del Estado, que la hay. De ahí salen, pues, los sellos más habituales, los que compramos en los estancos, aunque no son los únicos que valen: también se pueden encargar personalizados a Correos.


      Cada una de esas resoluciones incluye no solo el tema y el dibujo, sino también la tirada, el valor del sello, las técnicas de impresión y los acabados. Se parecen mucho a las órdenes ministeriales que aprueban la emisión de monedas de colección, como la que en 2020 sirvió de agradecimiento a los colectivos de primera línea contra la COVID-19. Mucho mejor que una paga extra, dónde va a parar.


      Uso y abuso


      Las temáticas suelen ir en series, como cuando cada vez se elige una comunidad autónoma o una flor, o cuando listan oficios antiguos y en un sello toca dibujar a un sereno. Pero lo más habitual es que se pongan conmemorativos y ceremoniosos. Así, lo mismo se celebra vía postal el centenario del Deportivo Alavés que el del Osasuna que el de la Legión, o el 125 aniversario de la Asociación de la Prensa de Madrid, o que se celebra el 50 cumpleaños del rey Felipe. O rememoran los 75 años de, ojo, el decreto que creó el DNI. Que hay que ser gris. A veces se narran sucesos históricos. Aunque lo habitual es esperar muchos años para hacerlo, en 2020 se rompió esa regla para incluir el incendio de la catedral de Notre Dame, ocurrido solo un año antes. Otro clásico: los personajes. Hemos visto en sello la jeta de Rocío Jurado, Luis Aragonés y hasta Han Solo. •


      Aparece 4.567 veces en los últimos diez años.
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      Subvención


      Vuelve a Convenio / Correcciones de errores / Gastos originados por actividades electorales


      


      Entrega de dinero público para cumplir un objetivo pero sin contraprestación directa. Porque si tuviera esa contraprestación sería un contrato. Si no te gusta a quién se la dan, se llaman «paguitas». Si te gusta, o tienes ahí bolsa buena de votantes, se llaman «apoyo a este sector tan importante». La forma ordinaria de entregarlas es por concurso: se aprueban las reglas del reparto (las bases reguladoras) y se da un plazo para que quienes quieran y cumplan las condiciones se puedan presentar.


      Pero también hay subvenciones a dedo a una organización concreta. Para poder concederlas así tienen que estar en los Presupuestos desde el principio, o una ley tiene que haberlas aprobado, así que tienen que tener el visto bueno del Congreso. Pero, y siempre hay un pero y una excepcionalidad que permite la manga ancha, se pueden aprobar subvenciones directas en el Consejo de Ministros en casos «excepcionales» cuando haya «razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública».


      Uso y abuso


      Como habrás empezado a deducir a estas alturas, qué es excepcional y qué no es algo subjetivo y depende, mucho, del criterio del Gobierno de turno. En los últimos años se han venido concediendo subvenciones directas a Cruz Roja, por ejemplo, para colaborar en la acogida de inmigrantes que llegan a las costas españolas, esto es, para que la organización haga el trabajo de las administraciones.


      En 2019 y 2020 estas subvenciones a dedo y extraordinarias vía decreto crecieron como setas. La causa: esos años no hubo presupuestos. Normalmente van a museos públicos, teatros, sociedades científicas… y son claves para su funcionamiento. Pero también hay algunas sobre las que se puede tomar una decisión: seguir dándolas, aunque sea a dedo, porque se considere que tienen ese carácter excepcional. O no. Durante esos años se decidió mantener, por ejemplo, la que va a la Fundación Toro de Lidia para la Wikitauro, el proyecto para incluir temas de toros en la Wikipedia (35.000 euros al año), que se incluyó entre una lista de ayudas de Cultura que incluían las del Círculo de Bellas Artes o la Fundación Isaac Albéniz. •


      Aparece 50.083 veces en los últimos diez años.
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      Transposición


      


      Aprobar una norma porque te obliga Europa. Traslado y adaptación de una norma europea a la legislación estatal. Se hace, por ejemplo, cuando se aprueba una directiva comunitaria y toca modificar o crear leyes que incluyan esas nuevas reglas en cada país miembro. La transposición (o trasposición, las dos son legales) es obligatoria y tiene plazos. Lo más habitual es que sean de dos años.


      Uso y abuso


      Una de las cosas bonitas por las que algunos funcionarios europeos puede que tengan algo de tirria a los españoles es porque saltarse esos plazos es una tradición más arraigada que la Semana Santa. En febrero de 2021, la Comisión Europea tenía abiertos medio centenar de expedientes por incumplimientos españoles, buena parte de ellos por no transponer las directivas en plazo. Si la cosa se sale de madre, este retraso implica multas —y de las gordas—. Así que muchas veces, para acelerar la cosa, se transponen vía decreto ley, que es como cuando no has hecho la manualidad para llevar al día siguiente al cole y creas en una hora una obra de arte rápida y efímera que se cae a cachos.


      Eso es lo que pasó en un decretazo de más de 200 páginas que en febrero de 2020 juntó la transposición de seis directivas europeas, todas fuera de plazo. Cuatro de ellas habían sido aprobadas en 2016, con lo que ya llevaban dos años de retraso. Pero el escaqueo es tan bestia que eso no era lo grave: las otras dos llevaban cuatro años de retraso. Y eso que se aprobaron en 2014 y habían tenido tiempo para darle unas vueltitas al tema. En ese caso, además, la Comisión estaba amenazando con una multa de 186.000 euros al día, con lo que la urgencia, a esas alturas, estaba más que justificada. Pero ese decreto ley no se limitó a transponer solo esas seis directivas retrasadas, sino que aprovechó que nadie miraba —cómo vas a poner en duda cumplir lo que diga Europa, claro— para colar una disposición que eliminaba una medida de control de los contratos públicos que llevaba en vigor menos de dos años, que estaba casi a estrenar y que, por cierto, se incumplía a ritmo de miles de contratos ilegales cada año: la prohibición de contratar a la misma empresa varios menores que, sumados, superaran los topes para esos tipos de contratos. ¿Que nadie cumple esta norma nueva o no se entiende bien? Pues para qué vamos a aclararla u obligar a que se cumpla, la eliminamos ahora que nadie mira, y punto. •


      Aparece 2.360 veces en los últimos diez años.
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      Tribunal de Cuentas


      Vuelve a Gastos originados por actividades electorales / Personal eventual / Publicidad institucional


      


      Órgano de control independiente, aunque sus miembros son elegidos por Congreso y Senado y ahí entra el tradicional reparto de cromos entre partidos y los pintan de colorinchis. Tiene dos funciones. Por un lado, la fiscalizadora, que significa que revisa los gastos de las entidades públicas, además de partidos políticos y sus fundaciones. Por otro lado, la jurisdiccional, que al final es un poco lo que su propio nombre indica: es un tribunal. Y juzga si ha habido dinero público que se ha gastado de forma ilegal. Y a eso le llama «alcance», como quien mete la mano en un bolsillo que está un poco lejos porque no es el suyo.


      Uso y abuso


      La función de vigilancia, la fiscalizadora, se plasma en informes sobre una entidad pública concreta o un asunto clave (los contratos, las elecciones…), que luego se publican. Pero el alcance de esta función es limitado. Porque no supervisan todas las cuentas públicas, solo una parte, lo que toque cada año. De hecho, incluso cuando toca escudriñar algo, ahora sí que sí, muchas veces los informes son más bien sondeos. Pongamos un ejemplo: si cada cierto tiempo miran a ver cómo compran los ministerios, solo revisan qué ha pasado con unos pocos contratos, que usan como muestra; no se plantan y los revisan todos, uno a uno. La falta de recursos, y el uso de técnicas muy poco avanzadas, revisando papel a papel, también hace que, cuando llegan las conclusiones (que suelen tener forma de collejas), llegan años tarde.


      Esos informes van a la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas y se debaten. De ahí sale un documento que se publica en el BOE y que insta a las entidades afectadas a arreglar los desaguisados que se hayan encontrado. Instar no suena a una petición muy tajante, no. Y no lo es. De hecho, lo habitual es encontrarse las mismas recomendaciones, informe a informe, año tras año, porque pocas cosas cambian. Así, el Tribunal de Cuentas lleva años pidiendo que se vigile mejor qué pasa con los contratos después de la firma y si las empresas hacen lo que habían cobrado por hacer, da la turra a las entidades locales para que les presenten las cuentas en plazo —o que al menos las presenten—, e insisten en que los controles y gestión de las cuentas públicas son más bien cutres. Vigilan una parte, llegan tarde y, encima, nadie les hace caso. •


      Aparece 16.072 veces en los últimos diez años.
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      Tribunal Supremo


      Vuelve a Razones de justicia y equidad 


      


      Órgano judicial que, entre otras muchas cosas, recibe los recursos contencioso-administrativos que se presentan contra las decisiones del Consejo de Ministros, normalmente decretos o acuerdos (si van contra una decisión ministerial, como una orden, quien se come el marrón es la Audiencia Nacional). El BOE publica tanto cuando alguien presenta un recurso y se admite como, y esto es lo más importante, su decisión. Porque puede modificar normas que aparecieron en ese mismo boletín. Por tanto, el fallo se publica en el mismo sitio. Un ejemplo: cuando este tribunal dio la razón a Uber y eliminó la prohibición de vender sus licencias durante dos años, esa decisión fue al BOE y, raudos, quienes trabajan allí modificaron la norma original (la consolidaron).


      Uso y abuso


      La gran mayoría de los recursos de este tipo que se presentan contra decisiones del Gobierno son sectoriales o de empresas. Se modifica el reglamento de armas, pues hay una asociación que se llama ANARMA (sí, aquí es del arma y no del rifle) que lo recurre. Se aprueba la obligación de contar con planes de igualdad, pues la CEOE recurre partes del proceso. Cuando se aprobó el decreto que reguló y vetó la publicidad de las casas de apuestas entre otros sitios en medios de comunicación y equipos deportivos, no solo las compañías de juego online presentaron recurso. También lo hizo AMI, antes AEDE, la asociación que reúne a los periódicos tradicionales, los de toda la vida. Y la Liga de Fútbol Profesional, claro.


      Pero si hay un sector que presenta recursos al Supremo cada vez que se aprueba lo que sea sobre su negociado son las compañías eléctricas. Claro, se juegan mucha pasta con cada una de esas medidas. Iberdrola ha firmado ya un par de convenios para iluminar la fachada del Supremo. Muy eficiente energéticamente y muy lucido todo. Pero, con el trabajo que le dan a ese tribunal, también podrían, como mínimo, perdonarles las facturas de la luz de por vida. •


      Aparece 32.040 veces en los últimos diez años.
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      Utilidad pública


      


      Si un proyecto o una obra es de utilidad pública está permitido, por ejemplo, expropiar un terreno para poder avanzar. Si lo es una asociación sube de nivel y puede acceder a los mismos beneficios fiscales que las fundaciones. Para ser declarada de utilidad pública una asociación debe demostrar, dice la teoría, que no trabajan para sí mismos, sino para el interés general. Y que tienen recursos suficientes para hacerlo, no vayan a ser una panda de voluntarios con mucha buena voluntad pero cuatro duros.


      Uso y abuso


      Como pasa con las fundaciones, el requisito de servir al interés general es subjetivo. En el camino a ser declaradas de utilidad pública, caen más en la ladera de la falta de pasta que en la de la misión, aunque esta sea totalmente contraria a derechos básicos. En mayo de 2016 perdió ese estatus la Federación de Planificación Familiar Estatal. Solo un año después, lo consiguió la asociación Más Futuro, una entidad antiabortista que trabaja con los Rescatadores de Juan Pablo II (no, no me he inventado el nombre; y sí, pienso en ardillas animadas), personas que se plantan en la puerta de clínicas abortistas a dar la turra a mujeres que bastante tienen ya con lo que están pasando como para tener que aguantarles.


      A veces, el Gobierno decide tomarse en serio lo de la utilidad pública. Como cuando en 2019 se la quitó a Hazte Oír tras su campaña tránsfoba, la del autobús hablando de menores y penes y vulvas. La organización llevó la decisión a la Audiencia Nacional, que decidió que ni utilidad pública ni leches, que se saltaban lo de promover la tolerancia. Otras asociaciones con menos eco mediático mantienen esa consideración. •


      Aparece 15.867 veces en los últimos diez años.
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    El número de apariciones de cada palabra de este diccionario en el BOE se ha calculado sumando los datos de 2011 a 2020, ambos incluidos. En algunos casos, cuando ha sido necesario, se han buscado expresiones similares, aunque no exactas, por variables en los determinantes o conjunciones que las acompañaban. El encargado ha sido David Cabo, que hace virguerías técnicas con los textos del boletín.
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    Real Decreto 156/2020, de 28 de enero, por el que se dispone el cese de doña Irene Lozano Domingo como Secretaria de Estado de la España Global, BOE del 29/01/2020.


    Real Decreto 12/2016, de 11 de enero, por el que se declara el cese de don Artur Mas i Gavarró como Presidente de la Generalitat de Cataluña, BOE del 12/01/2016.


    Alto cargo


    Resolución de 5 de febrero de 2021, de la Secretaría de Estado de Política Territorial y Función Pública, por la que se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22.2 de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, BOE del 15/02/2021.


    Anexo


    Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra el COVID-19, BOE del 20/03/2020.


    Bien de interés cultural


    Resolución de 20 de noviembre de 2020, de la Dirección General del Patrimonio Cultural, de la Consejería de Cultura, Educación y Universidades, por la que se incoa el procedimiento para declarar bien de interés cultural la biblioteca de Emilia Pardo Bazán, BOE del 4/01/2021.
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    Real Decreto 551/2019, de 24 de septiembre, de disolución del Congreso de los Diputados y del Senado y de convocatoria de elecciones, BOE del 24/09/2019.


    Candidaturas proclamadas


    Candidaturas proclamadas para las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, convocadas por Real Decreto 551/2019, de 24 de septiembre, BOE del 15/10/2019.


    Carta de naturaleza


    Real Decreto 788/2011, de 3 de junio, por el que se concede la nacionalidad española por carta de naturaleza a don Mohamed Hamayenne Bouamatou, BOE del 21/06/2011.


    Real Decreto 461/2014, de 6 de junio, por el que se concede la nacionalidad española por carta de naturaleza a doña Naha Mohamed Bouamatou, BOE del 18/06/2014.
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    Concesión
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    Contrato menor
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    Extracto de la Resolución de 17 de enero de 2017, de la Secretaría de Estado de Educación, Formación Profesional y Universidades, por la que se corrigen errores de la Resolución de 22 de diciembre de 2016, de la Secretaría de Estado de Educación, Formación Profesional y Universidades por la que se convocan ayudas complementarias destinadas a beneficiarios del subprograma de formación del profesorado universitario, BOE del 23/01/2017.


    Resolución de 13 de febrero de 2014, de la Presidencia de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, por la que se corrigen errores en la de 17 de septiembre de 2013, por la que se establece el procedimiento para la obtención, revisión y revocación de la calificación de las organizaciones no gubernamentales de desarrollo, BOE del 10/03/2014.


    Corrección de errores de la Circular aeronáutica 3/2006, de 10 de noviembre, de la Dirección General de Aviación Civil, por la que se regula el arrendamiento de aeronaves entre compañías aéreas, sin inscripción en el Registro de Matrícula de Aeronaves, BOE del 8/05/2017.


    Orden HAP/2605/2015, de 3 de diciembre, por la que se corrigen errores en la Orden HAP/2500/2015, de 27 de octubre, por la que se resuelve parcialmente la convocatoria de libre designación, efectuada por Orden HAP/1761/2015, de 27 de agosto, BOE del 7/12/2015.
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    Anuncio de licitación de: Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad. Objeto: Sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de violencia de género. Expediente: 201822PA0001, BOE del 16/05/2018.


    Anuncio de formalización de contratos de: Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad. Objeto: Sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de violencia de género. Expediente: 201822PA0001, BOE del 1/10/2018.


    Despacho ordinario


    Real Decreto 1761/2011, de 25 de noviembre, por el que se indulta a don Alfredo Sáenz Abad, BOE del 25/11/2011.


    Orden ESS/1522/2016, de 13 de septiembre, por la que se concede la Medalla al Mérito en el Trabajo, en su categoría de Plata, a don Juan Manuel Albendea Pabón, BOE del 26/09/2016.


    Pleno. Sentencia 124/2018, de 14 de noviembre de 2018. Conflicto entre órganos constitucionales 3102-2016. Promovido por el Congreso de los Diputados en relación con el rechazo de comparecencia urgente del Ministro de Defensa en funciones para informar sobre los asuntos tratados y los acuerdos adoptados en la reunión de ministros de defensa de la OTAN.


    Funciones parlamentarias: sometimiento del Gobierno en funciones al control del Congreso de los Diputados constituido tras la celebración de elecciones legislativas, BOE del 14/12/2018.


    Dominio público


    Real Decreto 692/2020, de 21 de julio, para la adaptación de la gestión del canon de ocupación y aprovechamiento del dominio público marítimo-terrestre regulado en el artículo 84 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, a las medidas excepcionales adoptadas por las autoridades sanitarias para hacer frente a la emergencia provocada por el COVID-19, BOE del 22/07/2020.


    Ejecución del presupuesto


    Resolución de 28 de diciembre de 2020, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se publican las «Operaciones de ejecución del Presupuesto del Estado y de sus modificaciones y operaciones de Tesorería» del mes de noviembre 2020, BOE del 4/01/2021.


    Resolución de 31 de marzo de 2020, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se publican las «Operaciones de ejecución del Presupuesto del Estado y de sus modificaciones y operaciones de Tesorería» del mes de diciembre de 2019, BOE del 7/04/2020.


    Emergencia


    Los ejemplos utilizados proceden de una investigación sobre contratos de emergencia en 2020 de la Fundación Civio: Cuatro empresas se llevaron uno de cada diez euros adjudicados de emergencia en 2020, publicado el 23 de marzo de 2021 en civio.es.


    Entrada en vigor


    Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación, BOE del 7/03/2019.


    Escrutinio


    Resolución de 17 de septiembre de 2019, de la Presidencia de la Junta Electoral Central, por la que se procede a la publicación del resumen de los resultados de las elecciones locales convocadas por Real Decreto 209/2019, de 1 de abril, y celebradas el 26 de mayo de 2019, según los datos que figuran en las actas de proclamación remitidas por cada una de las Juntas Electorales de Zona. Provincias: Toledo, Valencia, Valladolid, Zamora, Zaragoza, Ceuta y Melilla, BOE del 30/09/2019.


    Estado de alarma


    Real Decreto 1673/2010, de 4 de diciembre, por el que se declara el estado de alarma para la normalización del servicio público esencial del transporte aéreo, BOE del 4/12/2010.


    Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, BOE del 14/03/2020.


    Real Decreto 900/2020, de 9 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para responder ante situaciones de especial riesgo por transmisión no controlada de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, BOE del 9/10/2020.


    Excepcional interés público


    Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio, de medidas de reactivación económica para hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda, BOE del 8/07/2020.


    Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, BOE del 4/07/2018.


    Fundación


    Resolución de 28 de enero de 2020, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la que se inscribe en el Registro de Fundaciones la Fundación Save at Lightning Worldwide Organization, BOE del 5/10/2020.


    Orden ECD/1971/2013, de 10 de octubre, por la que se inscribe en el Registro de Fundaciones la Fundación Felipe González, BOE del 25/10/2013.


    Gastos de funcionamiento ordinario


    El porcentaje se extrae de una investigación de Miguel Ángel Gavilanes y Asier Andrés en Civio, Cómo se financian los partidos políticos, publicada el 14/11/2016 en civio.es.


    Hábiles


    Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, BOE del 29/04/2020.


    Independiente


    Plan estratégico OIRESCON 2020-2024, consultado en la página web de Hacienda.


    Inhabilitación


    Datos extraídos (y actualizados) de la investigación Más de 500 funcionarios han perdido su plaza por condena desde 1996, un centenar de ellos por malversación, basada en los datos publicados en el BOE y publicada en civio.es el 21/11/2018.


    Jefatura del Estado


    Resolución de 26 de agosto de 2013, de la Presidencia del Consejo de Administración del Patrimonio Nacional, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2012, BOE del 13/09/2013.


    Medalla


    Orden ECD/1935/2015, de 9 de septiembre, por la que se concede el ingreso en la Orden Civil de Alfonso X El Sabio, con la categoría de Encomienda con Placa, a las personas que se citan, BOE del 24/09/2015.


    Real Decreto 1116/2014, de 26 de diciembre, por el que se concede la Gran Cruz de la Orden Civil de Alfonso X el Sabio a doña Esperanza Aguirre y Gil de Biedma, BOE del 27/12/2014.


    Real Decreto 1117/2014, de 26 de diciembre, por el que se concede la Gran Cruz de la Orden Civil de Alfonso X el Sabio a doña Pilar del Castillo Vera, BOE del 27/12/2014.


    Real Decreto 1120/2014, de 26 de diciembre, por el que se concede la Gran Cruz de la Orden Civil de Alfonso X el Sabio a don Ángel Gabilondo Pujol, BOE del 27/12/2014.


    Resolución de 11 de abril de 2016, de la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas, por la que se otorga la Cruz Blanca de la Orden al Mérito del Plan Nacional sobre Drogas a la Federación Española de Bebidas Espirituosas, BOE del 13/05/2016.


    No incremento de gastos


    Orden TMA/209/2021, de 4 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras de los Premios Matilde Ucelay del Grupo MITMA, BOE del 8/03/2021.


    Orden ESS/78/2014, de 20 de enero, por la que se crea la Unidad Especial de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales y a la Fiscalía General del Estado para la lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social, BOE del 30/01/2014.


    Paradero desconocido


    Anuncio del Juzgado de Primera Instancia n.º 5 de Cartagena, publicado en el BOE del 28/09/2012.


    Patrimonio Nacional


    Real Decreto 335/2019, de 26 de abril, de desafectación de una concesión de titularidad del Patrimonio Nacional, BOE del 11/05/2019.


    Pensión indemnizatoria


    Resolución de 14 de noviembre de 2017, de la Secretaría de Estado de Función Pública, por la que se publica la sanción impuesta a doña Marta Plana Drópez, BOE del 23/11/2017.


    Personal eventual


    Las cifras y ejemplos salen de la investigación Los asesores que sobrevivieron a sus presidentes, ese personal no tan eventual, publicada en civio.es el 23/06/2020 y que también incluye un buscador con todos los nombres de esos asesores que se consiguieron vía solicitudes de información.


    El caso del Tribunal de Cuentas (y la sentencia completa) se pueden consultar en el artículo El Supremo da la razón a Civio y obliga al Tribunal de Cuentas a identificar a todos sus eventuales, publicado en civio.es el 17/12/2019.


    Plan de estudios


    Resolución de 5 de junio de 2015, de la Universidad de Murcia, por la que se publica el plan de estudios de Máster en Osteopatía Pediátrica, BOE del 30/06/2015.


    Resolución de 14 de enero de 2016, de la Universidad de Almería, por la que se publica el plan de estudios de Máster en Fisioterapia y Discapacidad, BOE del 29/01/2016.


    Resolución de 15 de febrero de 2010, de la Universidad de Zaragoza, por la que se publica el plan de estudios de Máster Universitario en Iniciación a la Investigación en Ciencias Veterinarias, BOE del 1/03/2010.


    Orden ECD/1538/2015, de 21 de julio, por la que se establece el currículo del ciclo formativo de grado superior correspondiente al título de Técnico Superior en Ganadería y Asistencia en Sanidad Animal, BOE del 29/07/2015.


    Orden EFP/81/2021, de 28 de enero, por la que se establece el currículo del ciclo formativo de grado superior correspondiente al título de Técnico Superior en Termalismo y bienestar, BOE del 4/02/2021.


    Preámbulo


    Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la Tauromaquia como patrimonio cultural, BOE del 13/11/2013.


    Real Decreto 538/2020, de 26 de mayo, por el que se declara luto oficial por los fallecidos como consecuencia de la pandemia COVID-19, BOE del 27/05/2020.


    Premio nacional


    Orden CUL/3009/2011, de 3 de noviembre, por la que se modifica la Orden de 22 de junio de 1995, por la que se regulan los Premios Nacionales del Ministerio de Cultura, BOE del 8/11/2011.


    Presupuestos Generales del Estado


    Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, BOE del 1/01/2021.


    Publicidad institucional


    Planes e informes de publicidad institucional publicados en la web de La Moncloa. A fecha de cierre de este libro estaba publicado el plan de 2020 pero no su informe de cierre.


    Recurso de amparo


    Avance estadístico del Tribunal Constitucional 2020, publicado en su página web.


    Pleno. Sentencia 54/2014, de 10 de abril de 2014. Recurso de amparo 4107-2009. Promovido por don Moufite Fall respecto de las resoluciones dictadas por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 16 de Madrid en proceso sobre orden administrativa de expulsión del territorio nacional. Vulneración del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas: demora de dos años para celebrar la vista del juicio en un procedimiento abreviado contencioso-administrativo (STC 142/2010), BOE del 7/05/2014.


    Sanción


    Resolución de 18 de noviembre de 2020, de la Secretaría de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, por la que se sanciona a Bankinter, SA, por infracciones graves de la normativa sobre prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, BOE del 2/12/2020.


    Resolución de 15 de noviembre de 2018, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, por la que se publica la sanción por infracción muy grave impuesta a don José Borrell Fontelles, BOE del 27/11/2018.


    Resolución de 16 de enero de 2014, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, por la que se publica la sanción por infracción grave impuesta a Banco Santander, SA, BOE del 17/02/2014.


    Resolución de 16 de enero de 2014, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, por la que se publica la sanción por infracción muy grave impuesta a Banco Santander, SA, BOE del 17/02/2014.


    Resolución de 24 de agosto de 2020, del Banco de España, por la que se publica la sanción de multa por infracción grave, impuesta a Bankinter, SA, BOE del 3/09/2020.


    Sancionar


    Ley Orgánica 3/2014, de 18 de junio, por la que se hace efectiva la abdicación de Su Majestad el Rey Don Juan Carlos I de Borbón, BOE del 19/06/2014.


    Subvención


    Orden INT/1055/2020, de 3 de noviembre, por la que se concede subvención directa a Cruz Roja Española por su participación en la Operación Paso del Estrecho y en otras actividades de protección civil, BOE del 12/11/2020.


    Real Decreto 1042/2020, de 24 de noviembre, por el que se regula la concesión directa de subvenciones por el Ministerio de Cultura y Deporte y el Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música a diversas entidades Culturales, BOE del 26/11/2020.


    Transposición


    Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales, BOE del 5/2/2020.


    Utilidad pública


    Resolución de 27 de mayo de 2016, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica la revocación de la declaración de utilidad pública de una entidad, BOE del 30/05/2016.


    Orden INT/594/2017, de 12 de junio, por la que se declaran de utilidad pública diversas asociaciones, BOE del 24/06/2017.
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